
NUE: 00352-18-ST-COPA-lCO (5) 

Ri;fm:nda i11tm111: 223 ·p_,¡ '/8'-1 

J uzgado P rimero de lo Contencioso Administrativo: Sama Tecla, a las L¡uincc horas 

con cincuenrn y cinco minutos del dfa rrcinca )' uno de mayo de dos mil diecinueve. 

El prcsenre proceso conrcncioso :1dminisrra1ivo ha sido promovido por In abogada 

···············••lmencionada rnmbién como 

•••••••••••••• por medio de sus apoderados judiciales, los abogados 

••••••••••• mayor de edad, del domicilio de la ciuc.lnd y departamento Je ••••l y se idcndfica con su rnrjcra de abognc.lo número············· 

y ........... mayor de edad, del domicilio de la ciudad y departamento de • 

•••• y se identifica con su tarjeta de abogado número·········· conrr:1 

las actuaciones e.le! Tribunal de Ética Gubernamental (TE G). 

Han intervenido en el presente proceso: i) la licenciada ••••••••••• 

•••••• por medio e.le sus apoc.lcrac.losl•••••••••IY ••••••• 

- ; ii) el TEG , por medio de sus apoderados ••••••••••••••• 

•••••••••••••••• y ••••••••••• ; iii) el Fiscal General 

t.k la República, por medio de su :1gcnrc auxiliar, el abogado •••••••••••• -
Anafü:ados los argumentos y considerando: 

L Antecedentes de hecho. 

La parre actor:i manifestó en su demanda l' escrico de cumplimiento de prevcnciolll"S 

que reclama contra: a) la resolución pronunciada el 11-06-2018, por medio de la cual el TEG 

sancionó a la licenciada ex Conseja! prnpiecari:1 del 

Consejo N acional de J:i .Judicatura (CNJ), con multas por las camidadcs de S448.20 )' 

Sl ,939.20, por haber infringido el deber édco regulado en el an. 5 lcrrn e) de.: la Ler de l~tica 

Gubernamental (LEG); }' b) la resolución de fecha 02-07-2018, por medio de la cual d T I ·:G 

dc.:scstimó el rccmso de reconsidernción promm·ido por la clemandann: )'declaró firme In 

resolución de 11-06-2018, ordenando inco1vornr los datos ele la referida abogad:1 en el 

Registro <le Pt.:rsonas Sancionadas; dicha resolución fue.: uorificada d 01-07-2018. 

II. Términos del debate planteados por las partes y 

opinión del Fiscal General de la República. 

l . Conforme a la demanda, escrito de cumplimiento de prcvc.:nciones y lo verificado 

en la audiencia única, el objeto del presente proceso consiste en dc.:wrminar si los acto:< 

descritos en el Considerando I de este auto, son ilegales por lo siguiente: u) t:rrónca 
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aplicación del art. 5 letra c) LEG; b) vulneración del art. 68 lctras a) y b) del Reglamento de 

Ja LEG (RLEG); e) vulneración de los derechos de audiencia y defensa e inobservancia del 

principio de contradicción (arts. 11 de la Constitución-Cn.-, 1 y 2 del Código Procesal Civil 

y Mercantil -CPCM-); d) infracción al art. 35 LEG, en relación con el art. 10 CPCM; e) 

vulneración del art. 87 letras e) y d) RLEG; 1) inobservancia del principio de presunción de 

inocencia (art. 12 Cn.); y g) vulneración de los arts. 47 y 48 lctra b) LEG, en relación con el 

an. 92 inc. 3° RLEG, conforme a la causal de nulidad de pleno derecho prevista en el are. 1 

letras b) y e) de las Disposiciones Transitorias del Procedimiento Administrativo y del 

Régimen de la Adminisu-ación Pública (DTPA). 

2. Por su parte, la autoridad demandada solicitó que se desestimaran los vicios de 

ilegalidad alegados por la parte actora y rarificó los términos de la contestación de la 

demanda. 

3. El abogado ··········••l en representación del Fiscal 
General de la República, emitió su opinión técnica en los siguientes cérrclnos: 

La liccncindn inobscrvó lo estipulado en los arts. 19 y 20 de la Ley 
del CNJ (LCNJ), por lo que.se: adecua a lo estipulado en el nrt. 5 letr.t e) LEG, en ntcnción a que 
el servidor público debe anteponer los intereses públicos n los privados, por lo que no se probó 
In ilegalidad de los netos impugnados, las sanciones impuestas por el TEG son legnlC.ci y no se 

violentaron principios ni derechos a la licenciada ••••••• 

111. Prueba ofertada por las partes y admitida en la audiencia única. 

1. A. La parte de111a11de111te, en su demanda, ofreció como prueba lo siguiente: 

Pruebo Documcntnl: 

(i) Copia simple de los actos administrativos impugnados; (ii) copia simple de la 

noticia publicada el 17-11-2018, en Ja cual consta que la demandante fue electa Magistrada 

de la Sala de lo Constitucional de la honorable Corte Suprema de Justicia; (iii) copfa simple 

de la norn de mandamiento de pago, emitida por la autoridad demandada, de fecha 02-07-

2018, dirigida al Depnrtamcnro de Colecturfa Central de la Dirección General de Tesorería 

de Impuestos Internos; (iv) copia simple de acta de fecha 16-05-2012 (19-2012); (v) copia 

simple de acta de fecha 23-04-2014 (15-2014); y (vi) expediente administrativo m1mcro 44-

A- ·1 6 que fuera remitido por la autoridad demandada. 

En relación con la documentación descrita, la parte accora no se pronunció en la 

audiencia única. 

Prueba testimonial ofertada por Ja parte actora. 

Se ofertó en la demanda la declaración de los testigos: a) Lic .••••••••• 

... ex Consejal Presidente del CNJ. b) Lic. , Conscjal del 

CNJ. e) Lic. ,exConsejaldclCNJ. cQLic.-

•••••••••• ex Conseja) del 
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CN.J. f) Lic .•••••••••••••••. Este ültimo testigo ya no fue o ferrado en la 

audiencia única, pues se prescindió de su testimonio. 

B. EITE.G, co1110 Wtlo11(/t11! d11111r111dtl{/t1, c.:n su contestació n de la demand a ofreció como 

prueba el cxpcdiemc ad ministrativo sancionador con n:fercncia 44-D- l 6. 

C. El Fi.rm/ Genem/ de la Rc¡uíhlim, por medio del abog~1do •••••••••• 

- manifestó que no rcnía prueba c1ue ofertar. 

2. A. Pmcht1 (ldJJlitid" en /11 t111die11dr1 1í11im. 

Se admitió el expediente administratj\•o y el testimonio de los tesr.igos ofcrrndos en la 

mencionada audiencia, por ser útil y pcnincnre, conforme a kis arts. 312 y siguienrc.:s dd 

Código Procesal Civil y :Vlercantil (CPCM). En dicho expedien te, consra la <locumcntación 

descrita en el aparcado 1.1\ de este Considerando. 

B. Pmdm dcsi.rlid" m /<1 1111dicmia 1ímú1. 

La parte actorn desistió de la declaración de los testigos: :i) 1.ic .•••••••• 

••••• ; b) Lic .•••••• ; y e) Lic .••••••• 

:\simismo, durante la etapa d e producción de b prueba testimonial, In panc 

acmra prescindió de la dcclarnción del testigo •••••••••••• 

.1. Dcdan1ción de rcstigos 

En el acra de la audiencia única, consta la deposición de los testigos, en los siguientes 

términos: A--------· " .. .interrogatorio directo r ... J por medio del licenciado ¡ ... ¡ l. 
¿Cuál es sL1 nombre? R/ . 2. ¿Cu:íl es su edad? Jt/ 5,¡ ari0s , ."l. 

¿Cu:íl es su escodo familiar? R/ Casado, 4. ¿Cu:íl es su domicilio' R/ . 5. ¿Cu:il es "' 

ocupación actual? R/ Tengo dos ocupaciones, soy doccme de la UES y en reprcscntacirm de la 

Universidad funjo como concejal del CNJ, 6. ¿Cu:into tiempo tiene de ciar dases en la 

Universidad de El Salvador? R/ 23 a1ios m:ís o menos, 7. ¿Cuánro tiempo rime de pcrtcnccer al 

CN.J? R/ 12 años )' 6 meses, 8. ¿Cu:íles son sus funciones dentro del CNJ' R/ Soy wnccjal 
propiern r.io, lJ. ¿Cu:ilc¡.: f:nn i.:ui: :aribucioru.• i:: ~1l'C tiene ~orno concejal~ R/ f .a:;. '-fllC c::irnbh.:cl:ll 1:i 
ley dcl CNJ, <¡uc es darle cumplimiento a la ley del Consejo y a las atribuciones <¡t1e crn1 establece 

t) UC son selección, capacitació n y cvnluación de jueces y funciones fldministratívas. l O. ¿Por lJll~ 

~e encuentro prcscnrc en esrn s11ln de nudicncia? R/ Porque he sidn llamado a declarar corno 

tc::tigo en d proceso que se está siguiendo en cm: din 11. ¿:\qué p roceso ::e rcCicrc? R/ F11ticndo 
que es un procc.so a<l1niníscr:itJ\~o contra el ·rribuna1 de l~fi c:1 , 12. l)c acucrdn :1 su conoci1nit•11ro. 

¿quién e;: la licenciada que clcmnndó en este cn::o? R/ La Liccncincla l."l. ¿ Dl'<elc 
cu:índn conoce a la licenciada ) ll/ La conocí en scp1icmhre d'·I :u'in 201(), l·I. ¿ l'or 

<111é la conoció? R/ Porc1uc fue nombrada coino concejal pnra el pcric>clo 20 10-20 15. 15. ¿D r')fldc 
se encontraba el 16-05-2012 entre bs IO ele la 111oa\a1rn y 12 del mediodía? R/ En una sc>ión de 

pleno del CNJ, 16. ¿Cómo se desarrollan l'Sas sesiones del pleno? R/ ;\parcir ele una cna1'"nc:11oria 
que h:lcc el pn.:i-'idcnrc. se con\•o ca. :;1.: nns hacen ver to:' punen:' a tr:uar y S•.: !'(Jtucrcn a 

co11sldcrnciún cnda uno de esos puntos, 17. ¿Quiénes cstab:m confonna11Uo en su 1Tcucrdn el 
C NJ en cs:i sc;:ión del 16-05-2012? R/ En c'" sesión del lú-05 estaban todo; los conccj:ilcs 
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nombrados para ese periodo, sí no omito nombres, cstabn el licencindo -

-· licenciado la licencindn mi persona y el licenciado-
- 18. Usted ha manifestado anteriormente que se sometían votación In agenda y ahí van los 

puncos, ¿qué pns1tba cuando en algi.'m punto había algún interés de un concejnl? R/P.cimc.co hacen 

llcg:ir In agenda con todos los puntos a tratar, postcriorme1ue hay un punto llamado puntos varios 

que son todos aquellos que por a o b razón no los ha incorporado presidencia, pero, hay algún 

interés de un concejal de que se consideren, entonces, se somete a consideración y sí d pleno lo 

acuerda se conoce. 19. ¿Por qué usted se recuerda de la sesión del 16-05-2012? R/ Porque un 

punto que se trató en esa sesión, salió en los medios de comunicación que habían denunciado 

ante el TEG a la Licenciada y además fui citado en el TEG pnradcclarar 

cspedficnmcntc sobre ese punto, 20. ¿A qué punto se refiere? Me .refiero a un punto vnrios, 21. 

¿En qué consisria ese punto vario? R/Era sobre un punto que se conoció en una sesión anterior 

donde se estaba llevando adelante un diplomado sobre gerencia publica conjuntamf.'flte ln UTE 

con el CNJ, ese diplomado tenfa como objetivo que funcionarios de primer nivel .y .jefaturas de 
!ns diferentes instituciones, tu\'icran la oporrunidnd de .ser preparados -sobre gcrcnciarnicmo 

público. En una sesión anterior el Consejo como pleno tenía también un espacio pnrn fos titulares 

p:u:a poder llevar adelante ese diplomado, pero resulta que en esos días escibamos conociendo 

algunos puntos delicados, y yo en la siguiente sesión incorporé como punros \•arios, .dos p~1ntos: 

Excusarme sobre In participación en ese diplomado y excusarme sobre la participación en un 

evento internacional, 22. ¿Que propuso en ese punto uno en relación a su participación en ese 

Diplomado? R/ Yo soy de la idea de que nosotros como funcionarios, tenemos que dedicarles 

riempo a nuestrns funciones y e.reo que distraerse sacando cursos, diplomados o maestrías, 

porc:¡uc este curso ni final se convirtió en una macstrin; primero, los objetivos para los cuales está 

encaminado el consejo se pueden distorsionar, aunque algunos compañeros sostienen que. 

Objcdón de In pnrcc demnndndn yn que el testigo cstñ siendo narrativo. La suscritn Jue2a da ha 

lugar n la objeción., 23. ¿Cuál fue su propuesta en cuanto a la designación del Consejo de su 

participnciém? R/ Dcclinnr de In asignación que se me había hecho para participar en ese 

cliplmnndn }' pnra nprovcchnr c.'lc espado propuse al Licencindo que en ese 
momento tenia unn Jefatura dentro de la Corte Suprema de Justicia, pn.ra que ese t.'llpncio no 

quedara sin ocupar. 24. Cuando usted somedó esa propuesta del licenciado'~!!l!!!!l!!!ll••• 
dcs¡)ués de hnceda, ¿n dónde esmbn la licenciada R/ Ln licenciada - estnba en 

el pleno 25. ¿Qué hizo ella ni escuchar el punto suyo? R/ Se sor.prendió porque habíamos tenido 

unas discusiones previas en algunos plenos y nunca esperaba que yo propusiera al licenciado 

~~~~==1~2;6··e~·Q~uc~~ hizo ñsicamente ella al comenzar la discusión sobre la propuesta del 
licendndo ? R/ Se excluye de In participación y ni final se tomó la decisión de 

'JUC yo qucdnrn excluido y se incorporara el licenciado , 27. Al momento de 
comnr csn decisión, ¿Adónde estn fisicnmcnte la licen:cinda ? Objeción 

porque In pregunta es repetitiva. Ln suscrita Jueza dn ha lugar a la objeción. Ln parte actorn 
manifestó que int<.-rponc .recurso de rcvocntorin COl'1 base nl n.rt. 507 CPCM yn que la prcgunt.'l 

anterior que rcnli?.ó fue que cuando él cst'lba planteado el punto donde estaba ln licenciada 

--y nhorita le esc:í plantcnndo ni momento de la votación adonde se encontraba ella, por 
lo que son dos puntos distintos que si bien la estrüctura es sobre la. estttdin fistca de ella son 
momentos distintos, de declararse n lugar la objeción el agravio constituirían no poder incorporar 
in parte que esr.í interrogando aspectos cscndnlcs del interrogatorio y se cstarin vulnerando el art. 
408 CPCM en el sentido que no es unn pregunta repetitiva y momentos disti.11tos, por lo que 
solicita que se revoque la decisión y que la preguntn sen reformulada. La suscrita Jueza de 

conformidad ni art. 507 CPCM considera que, con la explicación de la parte actora, la naturaleza 

de la pregunta es distinta y revoca la decisión, solicitándole a In pnrte acro.ra que formule la 
pregunta, 28. Cuando se c..>stabn tomnndo la decisión sobre su propuesta, ¿dó11de estaba 
fisicnmente la licenciada--? R/ Fuera del pleno, 29. ¿Cómo era In fonna que ustedes 
tcnfon para dcjnr de conocer algún punto en el cual hubiese nlgún interés personal de uno de los 

concejales? R/ Si hay interés de algún concejal y él lo reconoce de esn manera o alguien recusa a 
algún concejal, ~e ::iomctc n consideración el punto y el c:onc:cjiJ nbnndonn lu snln y curtndo yn se 
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conocio sobre ese punto regresa., 30. ¿Por qué lo hndnn de esa mancrn? R/ Porl]LIC así lo mand:1 
In ley del Concejo, 31. En esn designación que hizo el pleno estando excluida la licenciada ·······••I ¿qué beneficio tenía par:i In licenciada~ csre nomlmunicnto? R/ 
Esta es una apreciación muy personal, en mi opinión pc1·sonnl no tenía ninglm beneficio, porc1uc 

'luicn estaba haciendo In propuesta era yo. 31. De la fecha del 23-04-2014, ¿adónde se cm:onunbn 
usted desde las 10 de 111 mariana en adelante? R/ En otra sesión de pleno, 32. ¿Qm~ punrn~ 

estaban tratando? R/ Varios puntos, entre esos In elección de ternas que habfa solicitndo 111 C~J. 

33. ¿a dónde estaba la lic:cncinda~ cuando inició In setlión? R/ En el pleno 34. ¿De cuáles 
ternas recuerda que se presentaron? R/ De las que recuerdo, In numero l era sobre la tern:l del 

Juzgado de Paz de San Ignacio, c¡ue crn propiernrio, la segunda sobre una tema del Juzgado de 

Oratorio de Cuscatlán y otras que en este momento no recuerdo. 35. Cuando dice 1ern:is, ¿a c1uc 
se refiere? R/ L'l ley dice que cuando hay una vacante en algún tribunnl de la República oblig:1 a 
la CSJ a solicitar In terna al CNJ, cuando la Corte realiza esta solicitud ingresa como punto de 
c:onodmicnto al pleno, luego si el pleno lo c:onsic.lera a bien la envía a la comisión en algunos 
casos y en otros cnsos decide conocer directamente. 36. Volvamos al punto en el de la 1em11 de 
Chalntenango, ¿quienes participaron la discusión de In rerna de Chnlatenango? R/ El pleno 
completo 37. ¿Quiénes conformaban el pleno en el :1iio 2014? R/ El presidente ••••• 

••••••• •••••• el Licenciado -- la Licenciada , mi perwna }' el 
licenciado 38. Esa lema para Juez de Pnz de Orntorio Concepción, ¿<1uién la 

conformaban en su recuerdo? R/ No recuerdo los eres, rc.'Cucrdo al licenciado ••••••• 
que iba en esa terna. 39. Cuando se estaba discutiendo esa terna, ¿a dónde estaba In licenciada •••1? R/ La selección de esa terna paso n In comisión, había un punto donde se iba a conocer 
sobre esas tcmns y In c1ue coordinaba In comisión de selección era In Licenciada -· cuando 
inicia el conocimiento del punto, ella hace In present11ción del punto y luego se comenzó a 

conocer tema por terna, cuando llegamos a la segunda terna ele Oratorio ella se retira del pleno, 

porc¡ue estaba propuesto por la comisión el licenciado 40. ¿:\ dónde estaba la 

licenciada cuando sometieron a decisión csr:í tema? R/ Fucl':l dc:I pll"no. 41. ¿Céimn 

documentan en el CNJ el desarrollo de las sesiones del \.oncejo? R/ Sc documcnt:m con todo lo 

c¡uc va sucediendo en el Concejo, en cada punto que se \'n tmtanclo, si algún concejal 1·:i;wna un 
voto, se hace constar el razonamiento r luego se somete a \'or:ición y f.c toma la dccisir>n • .,¡ h:i~· 
m:Ís de 4 \'Otos n favor se tom:i el acuerdo por m:t)'Oría, )' :;i es unánime acuerdo uniininu.:. 4:2. 

¿En qué documento queda con:;tancin de las circum;tancinic <.1ue se dan en el marco d<: la scsicm? 

R/ En el neta. 43. ¿Quién es el encargndo de redactar esa neta? R/ F.I secretario l'jccuti,•o. 44. 
¿Cuáles eran las inclic11ciones de cómo se documentarínn l11s sesione:; en esa neta? R/ Tod:l\'Í:1 ~e 

mantiene alguna form:t ele vo1nción, en la medida <1ue pasn d tiempo cada pleno tiene sus políticas 

de hacer constar lo que vn sucediendo en el pleno. En nc¡ucl momento i:c había tomado l:i 
decisión de que las \'Otaciones no se iban hacer constar <¡uicncs \'otab:in n fo\'or o en contra parn 
evitar posibles señalamientos y a ''cces disgustos de algunas pcrsonns que pudier:in tener i111eré¡; 
en las decisiones que se tomaban en ª'lucl momento en el pleno, quedaba n criterio <.JUC ,;j un 
concejal no cst:iba de ncuerdo r t)Uerm que se rmmnar:i su vo10 en contra a,;i se dejaba consl:incia, 
pero, en casi la mayoria de acuerdos se dccia por un:mimidncl o por mayoría sin hacer cnnsrnr 
quien votaba a favor o en contra para evitar posibles sei'lalamicntos de lns personas t)llC en algún 

momento pudieran tener interés. 45. ¿Quién había :1doptndo esa moclaliclnd? R/ El pleno 
completo. 46. Cuando usted tenín algún imcrés en un punro, ¿qué hacia cuando ese punto crn 
sometido n discusión? R/ Yo nuncn ruvc un caso similar, yo poclin tener algún interés l'll t1uc se 
conocicrn un punto, por ejemplo, un curso o si )'º era coordinador de alguna cnmisi1·m tiue a 
última hora hnbfa que incorpor;1r)a porque urgía conoccrln. Pero, por ejemplo, en l;1 selección de 
la lista del concejo en 2009, los concejales que renínn interés de pnrticip:u i.;e excluyeron r se 
salieron de la scsion y eso pnsnba en todas las sesiones donde c1uedaba eviclcnci:ido c¡uc alguno 
de los concejales tenía nlgíin interés, se planteabn que tenía interés, se i:alfan de la sesión del pleno. 
se tomaba el acuerdo>' luego los hadan pnsar de nuc,·o. 47. Ul'tcd ha hablado ele la:: cnm1i:ionc~. 
¿qué facultad úcncn las comisiones dentro del CNJ? R/ Solamente :;on ele npoyo p:u-:1 el pleno, 
la ley dice que cuando exis1a un punto donde no es suficiente con un:1 discusión en el pleno y se 
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rcquicrn de algún an:ílisis m:ís especifico, el pleno tomn In decisión de em·iarlo n unn de lns 

comisior1cs, que por Ley tenemos In ele Selección, In de Cnpncirnción, In de Evnlunción y In de 
Asuntos , \dministrmivos )' nlgunns eonúsiones especinles que se establecen en nlg\rn momento 

dndo; lns comisio11es son corno un npoyo pnrn el nn:ílisis de nlgunos ternns en pnrucul:1r y c:¡ue 
luego se someter:ín a votación. •18. Cuando, por ejemplo, In comisión de selección de jueces 

presentn unn ternn, ¿qué facultndes tienen los dcm:ís miembros del Consejo Directivo en csn 

reunión de proponer n ou·ns personas? R/ La comisión se reúne y hace el anñlisis de lns personas 

c¡ue han solicitado, re,·isn los c~pedientes de cadn uno y luego hacen una propuestn ni pleno, 

hubo casos en donde no llcgabnn n acuerdo y podían p1·esent.1r unn o dos propuestas, In tema 

completa o en algunos casos iban m:ís de tres en la propuesta, peco, en su momento, como cndn 
uno de los concejnles p ten in in formación con anterioridad, podernos hacer propuestas 

individuales n partir del conocimiento que se tenga de enda uno de los que hnn solicitado. ~9. 

¿Por c1ué usted se recuerda de esa sesión del 16-05-2012? ll/ Por In misma situación, porc1ue fue 
ele conocimiento• 1.rnvés de los medios de comunicación que hnbín sido dernnndndn por el T EG 
In licencindn- 50. Y del 23-01-2014, ¿por qué se recuerda? R/ Por b mismn situación. 

¡ ... J [para ell contrninterrogntorio )' torna In pnlabrn In nbogacln , )' pregunto lo 
siguiente: l. ¿Usted manifestó que dentro de sus funciones como concejal del CNJ está atender 

lo que dice la ley sectorial, es decir, In ley del CNJ? R/ Si 2. ¿Mencionó qué tiene doce años de 

pertenecer ni CNJ? R/ 12 mios con 6 rncsés 3. Lo cunl le dn cornpetencin parn conocer el 

contenido de su ley sectorial. Objeción por pregunto conclusivn. La Suscri t.1 Juczn dio hn lugar n 

b objeción. 4. ¿Mencionó que cada pleno tiene su política de cómo se dejn const.incin de lo 

acontecido en cndn sesión, son citas tcxrunlcs de sus rnnnifcsrncioncs? R/ Si, 5. ¿luego fue 

preguntado sobre modalidades ndoptndas de cómo el pleno deja constnncin de sus sesiones? 

R/Si. Finnlizn el contrnintcrrogncorio. 

º·-----· " ... interrogatorio directo por medio del licencindo [ ... j: 1. ¿Cu:íl 
es su nombre? R/ ? ¿Cu1íl es su esmdo fnmilinr? R/ Cnsndo 3. ¿Cu:il 
es su domicilio? R/ . 4. ¿Cu:íl es su edad? R/ 71 niios. 5. ¿1\ qué se dcdicn actualmente? 

R/ Soy Juez de Pnz. 6. ¿t\dóndc es Juez de Pnz? R/ Snn Fernando, Chnlntenango. 7. ¿Desde 

cu:índo es Juez de Pnz? R/ Desde que salí del consejo, del 2015 hasta In fecho. 8. ¿De cu:il 

consejo? R/ Del Consejo Nacional de In Judicnturn. 9. ¿Qué hncín usted en el CNJ? R/ El consejo 

trnbnjn conformen los que le dictn In le)' 10. ¿c:¡ué cnrgo tenin usted en el CNJ? R/ Concejal 
propietario. 11. ¿Desde qué fechan qué fcchn? R/ Desde el nño 2010 ni n1io 2015, en septiembre 
específicamente. 12. ¿Cu:íles ernn sus funciones dentro del CNJ en ese periodo? R/ Me 
desempeñé como coordinnclor de In unidad de evnlunción, pero, In func ión principal es nsisür n 

las sesiones de pleno. 13. ¿l'ot· qué se encuentrn nc1ui este din? ll/ He sido citndo n este tribunal 
i\ ln3 nuc...""''C de ln innilnnn. l.1L ¿Pnrn 9ué hn sido citado? R/ l·fc sido citndo poC' In notificnció n que 

me llegó, por dos c,·cmos que sucedieron en el consejo cuando yo era miembro propietario. 14. 
¿A qué eventos se refiere? R/ J\ dos sesiones de pleno. 15. ¿Cu:índo fue In primera sesión de 
pleno? R/ Li fecha cspccificn no sé, solo puedo decir que lns sesiones ernn días miércoles entre 
10 )' 11 de In mañnnn, los eventos sucedieron en el 2012 en lns sesiones que yo he dicho y 2014. 
16. Esn sesión de dos mil doce, ¿qué cvcnco se refiere usted <JUe dice c¡uc sucedió? R/ El c\'cnto 
por lo <J lle se h:1 citado el 2012, es cuando el concejal se excusa para no 
nsistir n un diplomado. 17. ¿Qué fue In propuesta que hizo el licencindo ? R/ Que él 
dcclinnh:1 del diplomado y declinó de unn misión oficial en ese mismo e,·cnto. Con relación a In 
Gerencia Publicn, que él no podfa atender por descrnpccinrsc corno docente en In UES y otros 

aspectos, y declinó en favor del Licenciado 18. ¿Qué tipo de evento 

es taba declinando? ll/ Estnbn declinando a no nsistir n ese even to, porque él yn habín sido elegido 
pnrn eso y •e e"cusó por las razones nntcriores. 19. ¿En qué consisún ese evento? R/ Obtener 
una cnpnci1nción de gerencia publica, nuspicindo por vnrins insurucion~-s, entre cUos b UTE y el 
CNJ. 20. Lo " ºY n situnr en el momento de inicio ele esn sesión del CNJ, ¿quiénes estnbon 
¡m:scntcs ese din en el inicio de 111 sesión? R/ 6 concejo le~. 21. ¿Quiénes específicamente crnn Jos 
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/ -pcrsonns que cstabnn en ese momen to? R/ rn presiden te , el Licenciado 

, Liccncin]d~n~=====~;~ Liccncindo . 22. En el momento c1uc el licenciado h:rcc b 

iiiiiil•••••· ¿c1ué pasó con la liccncindn 
R/ Sé que ellos son famili:1 entre sí, y de hecho nosotros tenemos por no rmn <¡uc cuando ha)' 

nlgún conflicto. Objeción porque el testigo con testa algo que 110 se le preguntó. Se dio ha lugar 

n In objeción. 23. ¿En r1uc lugar se CJ1cont.mbn In licencindn uamlo el Licenciado 

••••lhizo b pro ¡rncstn de > R/ Se <iuscntó del pleno 2·1. ¿J\ c¡ué 

se refiere cunndo dice se ausento del pleno? R/ Se snlió de la sesión de pleno 25. t\ I mnmentn 

de l:t votnción, ¿ndónde se cnco1Hrabn b liccncindn 'R/ E l lug:ir adonde es1:1bn 

110 sé, no c:<t.iba en el plenn. habb salido pnrn w cle:<pncho. 26. ¿Cómo cr<1 el pmccdimicn to <)Ue 

Leninn ustedes cuando h:rbia algún punto en el que se rclacionah:r alglin inrcrés perrnnnl de los 

conccjnlcs, <1uc es lo que haci:rn? R/ Ya lo dije, pero, lo repito, uno ctrnndo se ve inmerrn en un 

nsutHO que gener:i con flictos de intereses por di,•crs:1s rnzoncs, uno abando1rn el pleno )' no 

conoce. Objeción por que l:t pregunta ya la respondió, IH .:uscrit:1 J uczn dio hn lugar :l la ohjeciún. 

27. Us ted nos habló de dos cnnros, le voy a prcgunrnr del segundo evento, ¿cu~ndo en su 

recuerdo fue el segundo evento c¡uc se dio en lns sesio nes del consejo? R/ Tu\'o <Jtll' ser 1111 clí:i 

miércoles. ernn lns sesiones de pleno. 28. ¿En qué ai10? R/ En el 20 l ·1. 29. ~:\ <¡uc evento se 

refiere? Esa mism:t persona, el licenciado iba incluido en una lcrna. 

30. Cu:indo dice terna, ¿:i que se refiere? R/ Tern:i pnrn c:u1diclato a Jue% de Paz de O ratorio de 

Concepción pec!idn por la honorable CSJ. 31. En el 1110111cnto c¡ue se conoció In propucsln que 

d licencindo iba en la tcrnn, ¿qué hizo In licenciada R/ 1.o 

mismo, salirs e del pleno, no conocer pnra que cunnclo, O b jeción. In pregunrn ya l:1 respondió. Se 

d io ha lugar a In objeción. 32. Le voy n prcgunrnr un segundo momcnm, luego cuando ustedes 

estaban discutiendo el rem:i de csn rema en el cual iba el liccncindo- . ¿a dónde cs t:iba b 

licenciada - ? 1\fuera de l:i sesión de pleno. 33. Tercer momento, cunnclo \'Otan ustedes 

por quiene:< ib:in :i confornrnr esta tcmn. ¿a dónde Cslabn In licenciada - :> ll / .-\1 

lleg;ir a la ,·o rnción csrnba aíucra. 34. ¿Cómo se cloc11men rn11 las sesiones del CKJ? R/ Con un 

acta. 35. ¿Quién es el responsable de red:icrnr esas :icr:is? ll/ El Sccreiario E jecutÍ\'O, así lo dice 

l:i ley. 36. En esas ncras ¿cómo quedaba nsenrad:i In ,·otnción C]Uc u;: reclc• rcnliznhnn en In. 

clifcrenrcs puntos? R/ Qucdn ral como se ha dado, si es por mayoría. mayoría. si es por 

unnnimiclnc), unanimidad. 37. ¿Por c1ué lo h:icían de esa manera? R/ Pnra que <1uedc ¡>l:1smncla In 
form:i, pero, la ley no hnbla de que se pongan nombres ni nada c¡ue se p:irezca, es:i es In norma 

c1ue nosotros tornamos r no especifica quienes vot:in y quien no vo rn, es m:iyoria n unnnimiclad. 

para evitar consecuencias con los dcm~>. f'in:ilizn el interrogatorio directo. ¡ ... ¡ jpan1 cll 
contrainterrogatorio )' toma In palabra la abogada rc:ilizó las sigu ien tc:s 

preguntas: l. ¿Usted nos ncnbn de inclicnr que lns votnciones del pleno del Concejo eran por 

unanimidad y por mayoría? R/ Correcto. 2. Cuando ernn por unanimidad ¿q11é significaba> R/ 

Que vorabnn todos los concejales guc formnbnn el quonun . 3. ¿Usted ha afirmado c¡ue, en la 

sesión del 16 de mayo de 2012. se cncontrab:i presente l:t liccnciocln 111111111 
R/ Yo no mencione fec has señora ¡ucza, ella lllC dice <1ue ro he nllrmado <1ue el 16 de 

m:iyo, dije :ii\o , pero no fechas. 4. ¿Usted afim1ó c¡ue, en el primero de los e\·cnws. tnl cual lo hn 

deno~na~iclió sobre el punto especial del diplomado, en es:i sesión la 

hcencrndn ---se enconLrabn? Objeción por citar mnl al testigo y pregunta 

capciosa. Se declnrn ha lugar In objeción. ltcformulo In pregunta, usted manifcsiú quienes ernn 

los concejnle, que cstu\'Ícron prcscnles donde dentro ele uno de los punros estuvo el cliplomndo. 

Si, dije nombtes.~rticubr cunndo se votó por el diplomado ¿usted man ifes tó 

que la 1lccnd11dn- no se cnconLraba al 1nomcnto de la vornción? Dije «-JUC 110 

se cnconrr<1ba, correcto. q, ¿Usred ha manifcsrnclo que In \'ntncié111 por unanimidad es que tocios 

los que conforman esa sesión \'Otan? Objeción por cir:ir mal :il rcsúgo. Se declara no ha lugar a 

la objeción. La suscrita solicita que se formule la prcgunln aclcrnaclameme. 5. Usted manif«stado 

<¡ue In votación por unanimidad es que todos \'Otan. ohjcrn la pnrtc nctora pon¡uc cit:i mnl ni 

tcstigot :t In c¡uc b liccnciad:i rn:lnilic:itn no realizar 1n;i ::i prc~unta:-.; :-;. 111 
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embargo, la licenciada solicita hacer las siguientes preguntas, ¿Mencionó 

te~tualmencc sobre: el contenido de las netas, que ustedes ndoptnron las normas de cómo se ibn 

n dejnr constancia de Jo acontecido en c:tda sesión? Objeción por dtnr mal ni testigo. La suscritn 

juezn declaro no ha lugar la objeción porque el testigo ya estaba respondiendo. L.'\ suscrita jucza 
solicita que se refonnulc In pregunta de manera clarn. Cuando mencionó textualmente que se 

aplicaban las nonnas que ustedes tomaron, ¿se refería n como introducir lo acontecido en lns 

netas? R/ Yo dije que se tom6 como norma si era por mayoría o era por unanimidad, eso 

representnbn que los que votaban eran los que f onnnbnmos cl quorum, era por mayoría. 

Objeción n la preguntn por In conductn de ln nbogndn y la pregunta es sugestiva. No ha lugnr n hl 
objeción porque testigo yn h.'tbía contestado. El abogado .. objct:a la intcrVcnción porque la 
abogada está haciendo una argumentación sobre algo que yn se discuti6. 6. ¿El contenido de las 

netas lo redncta el secretario? R/ Dije que el ente administrativo era el secrctnrío ejecutivo, él era 

encargado de elaborar el neta, esa era la pregunm que se me hizo. La le)' dice que con cl presidente 
se discute la situación del contenido, yo nuncn dije contenido, sobre un punto en especifico se 

me ha preguntado, no del contenido, que no es lo mismo. 7. ¿Quiénes firman el neta? R/ Todos 

los concejales presentes. B. ¿Se deja constnncia de excusas en el actn? Objeción. Es una pregunta 

de carácter funcional y sobre aspectos que no fueron tra(dos ni interrogatorio anterior. Se declara 

no ha lugar In objeción. 9. ¿Se deja constancias de las excusas en el neta? R/ Esa es una función 

del secretario ejecutivo de dejar constar o no dejar consrnr, uno lec las actas y firma. Parte 

dcmand¡¡d2 solicirn que el testigo sea conteste. Jueza solicita al testigo conteste lo que se le 

prcguntn, por lo que este mnnificstn que el concejal no se inmiscuye ni tiene nada que ver de 
dejar constancia o no, esa es solo función dd secretario ejecutivo y solo él sabe si cometió o no 

un olvido, pero el concejal no se jnmiscuye en nada, es función netamente administrativa del 
secretario general. 10. ¿Se deja consmncia en el actn cuando se retira o vuelve nlgún concejal? R/ 
No. Finaliza el contra interrogatorio. La pnrtc acrom mnnifle."tn no h:u:á uso del re directo y que 
prescinde de In declnrnción del testigo por considemr que es 

suficiente con la dcclnmcic)n de los testigos ... ". 

IV. Hechos probados y 

relación de los hechos relevantes acreditados. 

De acuerdo con la pretensión planteada, los términos del debate y las pruebas 

aportadas y admitidas, se ha comprobado lo siguiente: 

1. Que mediante resolución de fecha 13-02-2017, el TEG inició procedimiento 

administrativo sancionador contra la abogada ••••••••••••••• y le 

concedió el plazo de cinco díns hábiles paca ejercer su defensa respecto al hecho y las 

infracciones previstas en los arts. 5 letra e) y 6 letra h) de la LEG. (f. 18 del Expediente 

Administrativo -EA-) 

2. Que por medio del escrito de 25-04-2017, la licenciada········ 

contestó el traslado conferido por el TEG y e~-presa sus argumentos en relación con los 

hechos que se le atribuían. (f. 20 EA) 

.1. Que mediante proveído de 27-10-2017 el TEG resolvió abrir a pruebas el 

procedimiento en cuestión y comisionó al licenciado •••••••••••••• 

como instructor para realizar la investigación de los hechos y la recepción de· la prueba 

referente ni caso. (FS. 21-22 EA). 
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/ -4. Que en fecha 14-12-2017 se cmitló informe dirigido a los miembros del Pleno del 

TEG, suscrito por el lnstrucmr y orro. (fs. 25-31 y 

anexos fs. 32-100 EA). 

5. Que mediante rcsoluciqn de 07-05-2018 el TEG decidió conceder el plazo de rrcs 

días hábiles a la licenciada para que presentara alegaciones sobre la 

prueba contenida en el expediente administrativo (f. 101 Et\). 

6. Que en el escrito de fecha 09-05-201 B la liccnciada••••••••l:ontcstó 

el trnslado hecho por el TEG prescncando sus alegaciones en relación con los hechos 

atribuidos. (F. 103 Er\) 

7. Que mediante resolución de 11-06-2018, el TE.G sancionó a la licenciada­

••••••••••• ex Conseja) Propietaria del CNJ, con mulrns de $448.20 y de 

$ 1,939.20, por haber infringido .el deber ético regulado en el art. 5 letra e) LEG (fs. 112 al 

120 EA). 

8. Que la licenciada ••••••••• por medio de su apoderado •••• 

••••••• interpuso recurso de rcconsidcración ante el TEG el 15-06-2018, contra la 

resolución emitida por dicho tribunal el 11-06-2018 (fs. 123 al 126 EA). 

9. Que mediante resolución de fecha 02-07-2018 el TEG, entre otros, decidió 

desestimar el recurso de reconsidcrnción interpuesto por el licenciado •••••• •••I; y declarar firme en sede administrativa la resolución definitiva pronunciada a las 

nueve horas con cincuenra minutos del 11-06-2018 (fs. 131 al '137 E.A). 

V. Exposición razonada de los fundamentos 

de derecho aplicables al presente proceso. 

J. Jurisprudencia aplicable. 

A. En términos generales, la ,\dminisr.rnción Pública es In cscmcturn orgánica 

compuesta por diversas instituciones a la que se le atribuye la función de gcsrionur los bienes, 

rcc\1rsoi; y ac1YicioG cntnmlcfl rncdiantc activídndc:1 l:nc;uninm.ln:. " h1 n.:11li:i-.adc~>n del bien 

común y del interés colectivo-Sentencia de 29-IV-2013, Inc. 18-2008-. Para la consecución 

de mi finalidad, la Administración puede cjcrcirnr potestades determinadas, cncrc las que se 

cncucoti:a la potestad para sancíonar conductas contrmius al ordenamiento jud<lico. Este 

poder ha sido reconocido en el art. 14 Cn., en el cual, aunc¡ue se csrnblccc que corresponde 

únicamente al Órgano Judicial la facultad de imponer penas, se habilira constitucionalmente 

a In Administración para que pueda sancionar las contravenciones a las leyes, reglamentos u 

ordenanzas, es decir, la facultad de hacer uso de medidas coercitivas que tengan como 
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finalidad la privación de un derecho o de un bien a los particulares· por transgresiones 

c.lecenninadas al ordenamiento jurídico. 

La jurisprud'-'tlcia constitucional-por ejemplo, la Sentencia de Inc. 16-2001, de fecha 

11-11-2003- ha identificado los elementos esenciales de la · potestad sancionadora 

administrativa: (i) es un poder que deriva del ordenamiento jurídico; {u) tiene un efecto 

aflictivo, porque su ejercicio trae como resultado la imposición de una medida de carácter 

aflictivo para el administrado, que puede consistir tanto en la privación de un derecho 

preexistente -sanción incerdictiva- como en la imposición de una obligación pecuniaria; y 

(iii) tiene una finalidad represora, esto es, el castigo de conductas contrarias al orden jurídico 

a efecto de restablecerlo, a manera de un control social coercitivo en desarrollo del i11.r.p11111'e11di 

cscntnl ante infracciones catalogadas como administrativas. 

B. Conforme a los ares. 10, 20 letras a) y m), 25, 27, 30, 42 y 50 de In Ley de Ética 

Gubernamental (LEG), es el Tribunal de Ética Gubernamental, el ente rector de la ética 

pública, encargado de velar por el cumplimiento de la Ley. Asimismo, será el facultado para 

tramirnr el procedimiento administrativo sancionador e imponer las sanciones a las pet'Sonas 

sujetas a In aplicación de la LEG que infrinjan los deberes o prohibiciones éticas. 

Desde esa perspectiva. la normativa en cuestión habilita a la autoridad adnlinistrativn 

para efectuar una actividad de control y sancionadora en el caso de que se compruebe la 

infracción de obligaciones o prohibiciones éticas por parte de las personas obligadas. 

2. Primer fundamento jurídico y primero pnrte del segundo fundamento 

jurídico: Errónea aplicación del art. 5 letra c) LEG y vulneración al art. 68 letra a) del RLEG. 

A. Los abogados de la demandante argumentttn que el .reproche que el TEG hace a 

su poderdante, es que habría irrespetado el deber ético que el legislador sancionó en el art. 5 

letra c) de la LEG, y esa conclusión la susccnta en el texto de las actas de las sesiones del 

Pleno del CNJ 19-2012 y 15-2014, donde participaba su sobrino, el licenciado ••• ········••l· es decir, coocluye que la referida Conseja! participó e intervino 
en la discusión de esos puntos, pues aparece mencionada en la conformación de quórum de 

las sesiones y firmando las actas respectivas; pero también ese Tribunal en el ítem 

infracciones atribuidas nº 2 párrafo 2° dice ºEn armonía con esa obligación convencional, 

el deber ético regulado en el art. 5 leu11 c) LEG contiene un mandaco categórico para los 

servidores estatales de presentar una excusa formal de intcnienir en una decisión o 

procedimienro en los cuales le corrcspondeáa participar ... ". Lo afirmado no es cierto, pues 

la norma no contiene en su texro el mandato categórico de presentar una excusa forma~ ya 

que de haber sido asi, In misma ley hubiera establecido esas formalidades a que estnba sujeta 

la excusa, lo que no aparece en el texto normativo a que alude el Tribunal sancionador, sin 

ndvcrcir (jUC é:nn formnlidnJ ncJ ncccsnrinmcntc es escrita ya que éstn puede ser verbal y, para 
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d caso, el TEG no puede exigir del servidor público más obligaciones que aquellas c.1uc 

expresamente le impone a éste la ley. 

Si el legislador en el literal c) del are. 5 LEG utilizó los vocablos inccrvt:nir o participar, 

el juzgador se encontró en la obligación de verificar sí la conducta que le atribuye a la 

funcionaria investigada se subsume en el concepto de dichos vocablos, y no simplemente a 

concluir diciendo que la sancionada intervino o participó en las decisiones a que el mismo 

refiere. De cal manera que de la lectura de lai; actas que como prneba documcntnl aportó el 

instructor, se encuentra en las antípodas de pretender llegar a la conclusión certera c¡uc la 

investigada \•tilneró el deber ético de mérito. También, en ninguna parte del texto de las actas 

citadas por el TEG aparece que la demandante haya tomado parte en los asuntos c.¡ue 

incumbían a su sobrino el licenciado ••••• o c.1uc desarroll:m1 

un:1 actividad consistente en interceder o mediar por él, esos extremos no se encuentran 

acreditados, por ello las decisiones que impugna son ilegales. 

Con respecto a Ja primera parte del segundo motivo de ilegalidaJ planteado -

vulneración al are. 68 letra a) RLEG-, expresa que se ha vulnerado el principio de legalidad, 

en virtud de que los miembros del TEG han manifci;tado que la demandante incunlplió con 

el deber ético regulado en el are. 5 letra e) LEG; sin cmba1·gn en reiteradas ocasiones, rnnro 

en la resolución definitiva como en la que decidió el recurso, ellos mismos reconocen que su 

representada realizó una excusa r abstención matc1ial, no obstante, aluden que ni no haberse 

excusado formalmente -por escrito- esta incurre en la infracción adminisrrn1i"ª• de lo cual 

se evidencia que dichos miembros del TEG están exigiendo más de lo csrablecido por el 

legislador. 

En efecto, el art. 5 letra c) LEG únicamente establece el <lcbcr <le excusarse, no que 

dicha excusa deba ser por escrito, ya que lo que interesa es lJUe los scrvidmcs públicos 

respcren esos deberes éticos, no importando la forma de cumplirlos. Siendo que en el 

presente caso sí ha existido excusa verbal de parte de la acrorn, y como consecuencia de ello 

se abstuvo de votar en dichos puntos, es que considera que se ha vulnerado el principio de 

Jcgali<Jad al requerirse más requisitos de los cstablccic.los por el legislador. 

B. Por su parte la autoridad demandada, sobrn lo.r my,11111e1110.r c.'\7me.r/o.r r111/clliormc111c por lt1 

parte at1om, manifestó: 

El art. 5 letra c) LEG regula el deber érico <.JUC impone a los servidores públicos 

excusarse de intervenir o participar en asuntos en los cuales él, su cc>nrugc, conviviente, 

parienccs dentro del cuarro grado de consanguinidad o segundo de afinidad o socio, rengan 

algún interés. Dicho deber se materializa a mwés de la prescn ración de una excusa, es decir, 

dejar constancia -evidencia- de las circunstancias que impiden intcn·enir o participar de un 

asunto, por estar frente a un eventual conflicto de interés. 
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Es dable afirmar lo anterior, en tanto en las copias certificadas por el CNJ de las actas 

de sesión 19-2012 y 15-2014, en las cuales constan dichas decisiones expedidas por el CNJ, 

se consigna canco la comparecencia de la licenciada····· 

•••lcomo su firma expresada en las mismas, más no hay ninguna referencia de excusas 

planteadas por la integrante del Consejo, ni de su abstención en la toma de acuerdos que 

favorecieron a su familiar. De igual modo que, afirmar que eso ocurrió sin que conste en el 

documenco idóneo parar dejar constancia de lo acontecido, desnaruraliza el propósito de un 

acta y deja evidencia la contravención a los arts. 19 y 20 de la Ley del Consejo Nacional de 

Judicanu:a. 

Por ende, la prueba idónea para definir si la licenciada intervino 

o participó en la toma de los acuerdos como Conseja) Propietaria del CNJ eran las actas de 

las sesiones de ese cuerpo colegiado. 

Además "debe precisarse que la licenciada eta la 

Coordinadora de la Comisión de Selección y, tnl como ella misma lo refiere, dicha comisión 

es la que elaboró In terna de jueces y en la calidad que ostentaba, además de proponer al 

licenciado ••••••• en la formación de la rema, intervino en la conformación de la 

decisión al momento de sometci:se a votación la aprobación de la misma ante el pleno del 

CNJ. 

No puede soslayarse que si bien la licenciada •••••••••••• refiere 

t)UC se abstuvo de vorar y que eso podría deducirse del hecho que la tema aludida fue 

aprobada con votación de mayoría y no por unanimidad, es preciso remarcar, como ya se 

indicó, que en el acra de sesión 15-2014 de fecha veintitrés de abril de dos mil catorce no 

consta excusa alguna por parte de la investigada, por tanto( ... ) de conformidad ni art. 20 de 

la LCJN se entenderá como voto negativo, es decir, que siempre intervino en la decisión y 

que en ningún momento se apartó de la participación o conocimiento de dicho asunto que 

le generaba conflicto de interés,,. 

1\demás, "la formalidad de la c.xcusa requiere de su fotmalización por escriro anee la 

autoridad decisora -Pleno del CNJ-; de tal suerce, su existencia solo puede acreditarse con 

el documento en que consta la misma. En ese sentido, In única forma de no contravenir el 

mandato ético era presentado la excusa formal, pues la exigencia ética de la LEG y de la 

propia LCNJ no se limita a una mera abstención material, sino que conlleva a la obligación 

de dejar constancia escrica de la excusa interpuesta por el se1vidor público y ello solo puede 

acreditarse documentalmente>'. 

En tal sentido, el TEG aplicó adecuadamente la disposición legal contenida en el art. 

5 letra e) de la LEG y que la ahora demandante no solo inobservó el deber ético relacionado, 

:sino ln5 disposiciones tJUC rigen el nccuru: doméstico de la institución a la que pertenecía 
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Con respccco n lo argumentado por la parte acrora en cuanro a la vulneración del :m. 

68 letra· a) del JU ... EG, expuso c¡ue dicha disposición establece que el procedimicnco 

administrativo sancionador se sujetará a los principios ahí enunciados, entre ellos el de 

legalidad. El principio de legalidad obliga al TEG a realizar toda actuación conforme a la 

Constitución, crarados inccmacionalcs, leyes y dem~ís normativa apHcablc. 

Ahora bien, la demandante debió actuar de conformidttd con lo establecido en los arrs. 

19 y 20 de la LCNJ, pues esa normativa exige a los consejalcs del CNJ abstenerse de vocar 

en determinados asuntos si ellos, su cónyuge o parientes dcncm del cu:1rro grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad tuvieren interés .. Asimismo, deben rctirnrse de 1a 

sesión mientras se resuelve el asunto e incorporarse posteriormente a la misma, debiendo 

hacer constar en el acta rcspccthra dicha salvedad. 

En el procedimiento administrativo se evidenció que en las respectivas acrns donde 

constan acuerdos relacionados al sobrino de la ex Conscjal, no se hizo constar tal abstención 

ni retiro de la sesión; lo <.]UC si consta es su firma en Jas actas que lo contienen. 

Además, la referida licenciada era Coordinadora de la Comisión de Selección, que cm 

la responsable de elaborar las cernas de jueces en una de las cuales fue incluido su sobrino. 

Por lo que, además de incluir al licenciado en la terna, inrc1'vi110 en la 

conformación de la decisión a) momento de someter a votación la aprobación de Ja misma 

por parte del Pleno del CNJ. 

Los anteriores elementos fácticos son claramente adecuablcs al presupuesto de 

derecho contenido en el art. 5 e) LEG. Además, sobre el deber de excusa, no puede teorizarse 

convencionalmente si éste debe cumplirse formal o maccdalmcntc, ya <.JUC no es una 

distinción legal, doctrinaria, ni judsprudcncial; razón por la cual, la norma debe aplicarse 

sc&rún su claro tenor. 

C. Análisis de los argumentos e;\.puestos. 

a. En cJ presente caso, el TEG sancionó a la licenciada por el 

incumplimiento al deber ético previsto en el art. 5 lctrn e) LEG: ·~") Exaum:íe. de i11lcrrmir 11 

parlidpar e11 tm111101 c11 lo.r ma/e.r él, JJI t-'Ól!J'llJ,C, tv11uivie11/1!, pmimtcs dC11t1v del marl1J .f_mtlo tle. 

tVJ1fat{g11i11idad o .reg1111do de qjimi/(I(/ o sotio, lc11ga11 a(wí11 t'o1iflk10 de i111crés': 

Parte de las afirmaciones que rcali7.a la parce acror:i respecto de la inobservancia del 

are. 5 lctra e) LEG, se encuentra orientada a dcrcrminar que la infracción dcscrira se ha dado, 

aparentemente, debido a 'JUC la autoridad demandada no habría analizado si los hechos 

atribuidos a la demandante se subsumen en los c1cmentos del tipo infractor, es decir, la 

adecuada realización del .Jirido tic lipiddad. Lo anterior en virtud de afirmar que la citada 

auroridad debió verificar si la cond1.1ctn atribuida se subsumía en ºintervenir o participar" en 
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las decisiones tomadas por la demandante. En consecuencia; conformealprincipi0:f11m11ovit 

ama, se realizará el análisis del argumento correspondiente con base en el contenido del 

citado principio. 

Al respecto, la Sala de lo Contencioso Administrativo ,en la sentencia de 8-12-2014, 

con referencia 325-2012, en relación con el tipo iJifmtlor t1d1Jli11ittrali1101 afirmó :que. es la 

construcción lógica de la siruación hipotética conminada etl abstracto con la .imposición de 

una sanción, la cual contiene un grado de ptecisión y claridad que permite esaibleéet los 

marcos . o límites de tal construcción. Lo ancerior -sigue- permite afirmar que ·el tipo 

sancionador compone una co1!fig11radóJJ desmpliva de un co1'ijunto de. elen1enlos objeli11osy.J11f?jeti1l()s 

en torno a la conducta exteriorizada por los sujetos de derecho~ cuya realización apareja una 

consecuencia jurídica, también deliinitada. 

Así, el tipo -administrativo sancionador- se encuentra conformado, de un l~do, por 

la descripción de la conducta tipica, es decir, la parte o/!ietiva, y del otro, por la parle sillyetiva 

conformada por el dolo o la culpa. Se puede concluir que la conducta típica es· el resultado 

ele Ja conjunción de la parre objetiva sumada a la parte subjetiva del tipo. La parte Objetiva 

del tipo e.r el aspee/o e~demo de la co11dncla,. se /rata del hecho desclito e11 lo 11orma y mya trasgnsióii tit"amo 

la co11set11e11iio jilrltlica sa11do11oloda; Por or.r.o lado, la parte subjetiv1l' del tipo es-el as¡cclo i'nlemo 

de la r:ol1d11cJa y se encuentra integrada, como se afirmó, por ~l dolo o la culpa. 

Asimismo, la referida Sala señaló que el denominado)iddo: de tipitidatl alude a la 

adecuación de la conducta observada por el supuesto irifract<:>r de la norma jurldica,icon los 

elementos descriptivos de un dete1minado tipo infractor. Al momento de -realizar tal 

adecuación normativa, las 011tolidt1des admi11ülralivas sandotrodoras se ena1mtron estrir:fa111~11te .r1if1tas 

ti los tipos p1111Ítiuos, Je fón11a q11e 110.p11ede11 genitor la poteslad;semdo11adort1 respe(lo de ro11¡po11omiento.r 

q11e 110 J'O /Jallm r:o11templatlos c11 la.r 1101111as q11e los lip!Jka11 y, tampoco, imponer sanciones que no 

sean las notmativnmente dpicas, incluso, aunque aquellos comportamientos. o estas 

sanciones puedan parecerse en alguna medida a . .los que dichas normas punitivas sí 

contemplan. 

Al realizarse un juicio de tipicidad íntegro -continúa-., se configura la llntrt~clt\ tQ1u/111.1a 

lípka, categoóa jurídica que se re~ere al comportamiento clotapo de una idcntidad,entte sus 

componentes fácticos con los dese.ritos en absa:acto por la norma jurídica santjonadora, es 

decir, la ho111oge11ef dad del hetho real (()Jt. /os elenmllos 11ormativos ,qm: J111tdamenta11 el co.11te11ido 111alerial 

del iJ!f11s10 -e1u1ue111ido de prohibüió11-. 

b .. Del contenido de .1'1, primera actuación impugnacl~, .se constata ql}e:. C!i .. JEG 

determinó lo siguiente: i) la exjstencia de un vin~ulo_ c:je pare.ntesto entre la .. fü:encia<:la 

y el licenciaqo ; ~) los períodos entre los; cuales la 
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-primera ejerció el cargo de Conscjal del CNJ; y iii) el momcnro a partir del cual la referida· 

profesional fue nombrada como coordinadora de la Comisión de Selección del CNJ. 

De igual manera, el TEG efectuó el análisis de las siguientes disposiciones: i) art. 19 de 

la LCNJ, el cunl prevé que los Consejalcs deben excusarse ele conocer en asuntos en los que 

ellos, sus cónyuges o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o scgimdo de 

afinidad, tuvieran incerés. Además, los funcionarios que se hallan en cualquiera de las 

situaciones descritas, debían retirarse de la sesión mientras el asunto no csruviera 

definitivamente resuelto; ií) art. 20 de la LCNJ, que prescribe <.]UC el Pleno del CNJ podrá 

tomar resolución con el voto conforme de cuatro conscjales r que a ningún Conseja! le será 

pcrmiddo absrcnersc de votar, sah·o los casos de excusa o impcdimenco que en el acto 

calificará discrccionalmcnrc el Pleno del CNJ. Fuera de esos casos, la absrcnción se 

considerará como voto negativo. 

En el mismo orden, el TEG valoró y analizó la intc1vcnción de la licenciada •••• 

••••• ,. en particular, en la toma de los acuerdos de los puntos nueve y cínco de l:ts 

actas de las sesiones 19-2012 y 15-2014, respectivamente. :\l respecto, el citado tribunal 

concluyó que la demandante intervino dircccamcncc en las sesiones en las (1uc se ac.loptnron 

los acuerdos mediante los cuales se designó al coordinador de la oficina de resolución alterna 

de conflictos del Centro Judicial lntcgrndo de Derecho Privado y Social para participnr en el 

Diplomado en Gerencia Pública, Justicia y Seguridad y, ademiís, en el que fue incluido para 

la terna de candidatos para el ca1·go de Juez de Paz propietario de Oratorio de Concepción, 

departamento de Cuscatlán, pese a su parentesco en tercer grn<lo de consanguinidad. 

i\ dicha conclusión arribó el TEG, .re,_t!/Íll co11.rla e11 la 'l!fi!n(/a rlceiJió11, por lo siguiente: i) 

en las copias certificadas de las acras de las sesiones 19-2012 y 15-2014 se consignó Ja 

comparecencia de la licenciada ••••••••• !' su firma en ellas; ii) teniendo 

conocimiento del vínculo de parentesco entre ambos, la mencionada profesional no se 

excusó de manera formal sino que, por el contrario, participó en esas decisiones, pues así 

consta en las actas que contienen los acuerdos; iii) conforme al are. 18 Reglamento <le la 

LCNJ, debe levanrarse acrn <le cada sesión del Pleno y en ellas deben constar las excusm;, 

impedimentos y abstenciones a que se refiere el inciso 2° del art. 20 de la LCNJ; sin embargo, 

la ausencia de dicha circunstancia en las actas de las sesiones 19-2012 y 15-2014, conlleva a 

la afirmaciém que no existen ]as particularidades expresadas por la invcsrig:1<la respt'cto de 

los acuerdos aludidos; iv) si la licenciada •••••••••••• firmó las acras de 

sesión referidas y no se hizo constar un voto en contra o de abstención de su parte, entonces, 

participó en los acuerdos adoptados; v) en relación con la excusa del conseja! •••••• 

•••••••• }' la propuesta de parcicipación del licenciado········ lo que 

se le atribuye no es la propuesta de su sobrino, sino la intervención que tuvo al conocer de 

15 



ella e incenrenir en la decisión, dejándose plasmada en el actn ln asistencia de la investigada a 

la sesión así como su firma; vi) en relación con la sesión de 23-04-2014, la licenciada···· 

••••lera la coordinadora de la Comisión de Selección y fue dicha comisión la que 

elaboró la tema de jueces y, en In calidad que ostentaba; además de proponer al licenciado 

••••••• en la formación de la tema, intenrino en la conformación de la decisión al 

momento ele someterse a votación la aprobación de esta ante el Pleno del CNJ, acta en la 

cual no consta excusa alguna por parte de la mencionada licenciada ~pese a que afu:mó que 

se absruvo de votar y que lo anterior podía deducirse del hecho de que la decisión sobre la 

tema se tomó por mayoría-. Por ende, aun y cuando se hubiese abstenido de votar, tampoco 

se dejó constancia de ello en el acta y esto último, conforme al art. 20 LCNJ, se entiende 

como voto negativo, es decir, que siempre intervino en la decisión y no 'se apartó de la 

participación o conocimiento de dicho asunto que le generaba conflicto de interés; y vii) la 

responsabilidad y objetividad como p1incipios rectores de la función pública, no se agotan 

con una mera abstención materfal en estos casos, sino que por el contrario, el' álcance del 

deber en esos términos fijados por el legislador se extienden hasta la presentación de una 

excusa formal. siruación que no se advierte en este caso. 

c. i. Del contenido de la documentación agregada a los folios 34 al 36, 38 al 40, 46 y 

47 del expediente administrativo, se constata lo afirmado por el TEG en la resolución de 11-

06-2018, en lo concerniente al vínculo de parentesco entre la demandante y el licenciado 

•••••• el periodo en que la licenciada fungió com:o Consejal 

propietaria del CNJ y la fecha a partir de la cual fue nombrada como coordinadora de la 

Comisión de Selección de dicha institución. De igual manera, según las certificaciones de las 

acros de fas sesiones 19-2012 y 15-2014, ambas agregadas al expediente administrativo, no 

aparece constancia de excusa, abstención ni del retiro de la demandante de los puntos de los 

puntos nueve y cinco de las actas de lns sesiones 19-2012 y 15-2014, respectivamente, tal 

como lo sostiene el mencionado tribunal. 

Aunado a ello, el TEG determinó que atendiendo. al contenido de los ares. 19 y 20 

LCNJ: a) es obligatorio excusarse de conocer en los asuntos en los que un Conseja!, su 

cónyuge o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad tuviera 

interés, b) el Conseja) que se encontrara en aquélla situación, debía retirarse de la sesión 

mientras el asunto no estuviera . resuelto definitivamente }' e) en casos de abstención, se 

considera el voco emitido como negativo. Afirmacionc:s que este juzgado ha cons~tado son 

acordes con el contenido de las disposiciones legales citadas. 

Además, según lo prevé el art. 18 del Reglamento de la LCNJ -el cual también formó 

parte de la justificación de la decisión del TEG- en las actas deben constar. las excusas, 

impcdimcnco~ y ;1usrcncioncs n que :ic refiere d nrt. 20 de ln LCNJ, situación que tampoco 
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-
fue posible verificar en las certificaciones de las acras de las sesiones 19-2012 y 15-2014 que 

fueron analizadas por dicho 'I'ribunal y vc1·ificadas por este juzgado. 

ii Aho1-a bien, la pa1:tc acto.ra ha afirmado que el art. 5 letra e) no contiene un mandato 

caregórico de presentar una "c~cusa formal" y que el texto normativo no indica que la 

formalidad en cuestión debe ser necesariamente cscrira. t\unado n ello, que el TEG no 

determinó si la conducta se subsumía en los vocablos "intervenir o participar". :\demás, en 

las acras no aparece que la demandante haya tomado parte en los asuntos que incumbían a 

su sobrino o que haya intercedido o mediado por él. 

A efecto de concluir sobre mies cuestionamicntos, tle.hi: cmalízpm~ lt1 pmuh11 1,•..-1i1111u1Ji1I 

vmidr1 m .la 1111die11dt1 1í11ka -y que no fue producida en el procedimiento administrativo 

sancionador- con el fin de establecer si la hipótesis sosrcnída por el TEG puede ser 

confirmada o si, en acención al análisis que se realice de ella en conjunto con el resto de 

pruebas, aquélla no puede ser demostrada conforme a la libertad probatoria que regula el art. 

312 CPCM. 

Sobre este punto, en la sentencia de 8-07-2011, pronunciada por In Sala ele lo 

Constitucional en el proceso de amparo 319-2009, se sosnivo que, en términos gcnc1:ales, la 

valoración de la prueba alude aJ juicio de aceptabilidad de los resultados producidos por lo$ 

medios probato1ios que fueron practicados en el momento procesal oportuno. En concreto, 

dicha apreciación consiste en la "verijicadó11 de los e111111tiado.rfáct1i:os í1111vd11ddos ,,¡ p1vcu.ro 111edia11le 

lt1 pmeba pJ'YJp11esla por las pmtes, a.ri co1110 el J'l!t"OJ1od111iettlo a ellos de 1111 delm11ümdo v11/or o pt!J'o ·: 

Desde esa perspectiva, la acri\ric.fad racional orientada a ejercer el control de los daros 

resultantes de la actividad probatoria ha de estar precedida, por un lado, de una valoración 

independiente o individualizada de los enunciados que sustentan la tesis del actor y la de su 

contraparte, en el entendido que el juc?. o tribunal habrá de explicitar nomínal y 

descriptivamcntc las fuentes probatorias sobre las que se sustcnrn la relación de los hechos 

sometida a concroversia, y por otro lado, de una vnloi:nción conjunta de los elementos que 

conforman aquel conglomerado, de modo tal que "lt1 re/adó11 tvordli1(1da, m11.risle11tc.J' co1{gmmte 

dt /a.r pm1/}(J.r per111ila tvnvhon1r o des(lt"J"Cditar las ª'J!,Jl1JJeJtlatio1ws f1U'11111ladf1J ,l'n/Jr.! /o.r hed.Jo.r q"e so11 

rr./evfmles pam la detirió11". 

De acuerdo con lo anterior, la mencionada Sala sostuvo <¡uc "t.\Üle. lt1 ohl(~adñ11 

,1im:rdicdtn1al de .t"o111clt!r 11 co11.ridr.mdó11 mtlt1 111u1 de lar prucbt1.r q11e h<tymt .ritln t1po11tJdt1.f, 11tl111itid1u)' 

prac/i(:ada.r Cll el /Jt'Ofe.<O, <I efi~t'I" tle q11e lo .re11le11de1 q11e m m 1110111c11/o sci m1iltt '!f7efc 1111 tlllt;lúfr aitico 

tiulioid11nl-q11e ti1diq11e las 17/ZflllC.r qm: (lPf!J'tJJI la/i(/hi/idod de. cad(I 11110 de /ns medin.r de pr11ehr1-.J' ctm/1mlo 

-por medio del mal Je de1m11h1e 111w relati1JJ1 tle comple111c11tmiedt1tl 111111v lo.r tlt110.r prohal111ios, t1 ji11 de 

estuhleter la fiahilidad de ltlr hipóte.rir prop11e.ílas por las pt111es p1vtvsulc.r-,· eXt:JllJeJI q11C c.rlm'fí anulido11t1do 
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'' qm Jales t"1111oles proboJorios mí11011 los C01Uliiio11ts fijadas 11or111aliva111tnle para s11 t1d111irión y 

prod11tció11 1
: 

ili. El tcstimoruo rendido por los testigos 

········••len la audiencia única, denota que ambos tenían conocimientos 

sobre los hechos que declararon, lo cual se extrae de la afirmación que realizaron en el sentido 

de que estuvieron presentes en las sesiones 19-2012 y 15-2014 llevadas a cabo por el Pleno 

del CNJ. Aunado a ello, tal circunstancia se couobora con el contenido de las mencionadas 

actas que constan certificadas a fs. 56 al 62 y 63 al 71 EA, en las que se verificó su presencia. 

De igual manera, pese a que el testigo ••••••••••• no mencionó 

fechas concretas, tanto él como el testigo son coincidentes 

en las circunstancias -el contenido de Jos acuerdos tomados-, tiempo aproximado en que 

sucedieron -años 2012 y 2014, respectivamente-y lugar en el que se tomaron los referidos 

acuerdos -sesiones del Pleno del CNJ-. 

Además, la calidad que los referidos testigos manifestaron tener en el momento de 

los hechos que expusieron no fue controvertida -pnrcicipnntes como Consejales en las 

sesiones ya mencionadas-)' hnn sido coincidentes en indicar que, tanto en la sesión de 16-

05-2012-o de 2012-, como en la sesión de 23-04-2014-o de 2014-, la licenciada ••• ••••lse exi·li[Jó de la pt1rlüipa(ió11 e11 lt1s dedsio11es q11e Pim11l11ba11 a 111 parienle, es dedr,' ha11 Jido 

ro111esJes J' coi11cidenles e11 la mOJ'()f p11rlt del co11Je11ido de lo 1iiformaa"ó11 q11e proporrio11aro11. En ese 

sentido, se concluye que los mencionados testigos, como fuente de prueba, han cumplido 

con las caracteósricas de: fiabilidad necesarias para tomar en cuenta su dicho con el fin de 

determinar Ja acreditación o no de los hechos o circunstancias por cuyo motivo fueron 

propuestos, si11 q11e tal ajir111(J(:ÍÓ11 i111pliq11e1 e11 este 111onm1Jo, alC11dtr a la fiabilidad del lesli111011io e11 si 

mismo. 

En relación con el contenido de los testimonios individualmente considerados, se 

tiene lo siguiente: El testigo afirmó que, en la primera fecha señalada 

anteriormente, al comenzar la discusión sobre la propuesta de incorporar al .licenciado 

en el diplomado sobre gerencia pública, la licenciada •••••••• 

se encontraba "fuera del Pleno" al momento de tomar la decisión. De igual manera, adujo 

que la forma de dejar de conocer un asunto en el cual hubiese algún interés personal por un 

Conscjnl, es que se somete a consideración el punto y el Consejnl abandona la sala.y cuando 

ya se conoce sobre él, el Conscjnl regresa. En cuanto a la sesión de 23-04-2014 (15~2014), 

afirmó que uno de los puntos a conocer era la tema para Juez de Paz de .Oratorio de 

Concepción, entre cuyos aspirantes se encontraba el licenciado donde la 

coordinadora de la Comisión era la licenciada Cuando se llegó a dicho 

punto, expuso que la mcncionndn liccncinda se rctir6 del Pleno, porque estaba propuesto 
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por la comisión el referido profesional y que, a) momento de la roma de la decisión, la 

demandante también se encontraba "fuera del Pleno". 

En esa misma línea de ideas, el citado testigo afirmó que las sesiones del Pleno del 

CNJ se documentan con todo lo que va sucediendo, cada punto que se va tratando y si algún 

Conscjnl razona un voto, se hace constar ese razonamiento y luego se somete a votación para 

la posterior toma de la decisión, lo cual queda documentado en el acta que redacta el 

secretario ejecutivo. De igual manern, afirmó que el Pleno completo había adoptado la 

modalidad de no hacer constar quienes votaban a favor o en contra para cvirnr posibles 

set1alamientos o disgustos de personas interesadas en la decisión, quedaba a criterio que si 

un Conseja! no estaba de acuerdo y quería que se razonara su voto en contm se dejara 

constancia o no. En otras palabras, solo se hada constar la votación por unanimidad o por 

mayoría. 

Por su parte, el tcstigo···········afirmó t}UC en la sesión ele 2012 

se encontraban 6 Consejalcs, incluidos él y la licenciada ••••••••• , y <1uc en el 

momento en el que el licenciado hizo la propuesta de ••••••••••• 

la referida licenciada se ausencó del Pleno, es decir, se salió de Ja sesión, por lo t]UC al 

momento de la votación sobre dicho asunto sabe que ella no estaba en d Pleno. r\simismo, 

sefíaló c1uc cuando un Conseja! se ve inmerso en el conflicto de interés por diversas razones, 

abandona el Pleno y no conoce. Con respecto a Ja sesión de 2014, precisó que la misma 

persona, ellicenciado iba incluido en una terna de candidato a.Juez de Pai 

de Oracorio de Concepción y cuando se estaba discutiendo la tema c¡uc inclufa al referido 

profesional, la licenciada estaba fuera de la sesión del Pleno y también 

en el momento de la ''ornción. 

De igual manera. sostuvo c¡uc In vocación que .realizan queda ascnrn<la rul como se ha 

dado, por ejemplo, si es por mayoría o por unanimidad, pero la ley no habla de que se pongan 

nombres y esa es la norma que tomaron, de no especificar c.iuién vorn y yuicn n<>. para C\•irnr 

consecuencias con los demás. Finalmente, a )as preguntas realizadas por los abognclos de la 

autorídad demandada, en síntesis, respondió que todos los Consejales firman las actas y, n h1 

pregunta de si se deja constancia ele las excusas en esas actas expresó que esa es una función 

del secretario ejecutivo de dejar consrnr o no dejar constar, porque el Conscjal solo lec }' 

firma, no se inmiscuye ni tiene nada que ver de dejar constancia y c.1uc no se deja constancia 

en el acta de cuando se retira o vuelve un Conscjal a la sesión que se lleva :1 cabo. 

Ahora bien, el objeto de los testimonios mencionndos, según la demanda, es 

comprobar la no intervención o participación de Ja licenciada •••••••••••• 

•••• en Jos hechos que para el TEG constituyeron infracción administrativi1; también, 

que no s6lo por el hecho de no constar expresamente en Jns actas significa que 111 dcmnndnnrc 
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no se excusó verbalmente y, como consecuencia de ello, se absruvo de: votar.: De igual 

manera, en la audiencia única, los abogados de la parte actora afirmaron que dicha prueba 

e111 pertinente para demostrar que, la demandante se absruvo de votar en aquéllos ados, que 

no era la persona encargada de redactar las actas, tambié11 para comprobar la cond\jl:ta que 

tuvo dicha profesional, la dinámica de las actas y la conducta de los Conscjales al momento 

de excusarse. 

Sobre lo afirmado, cabe destacar que el hecho de que dos testigos hayan. rendido 

testimonio y discernido los hechos en cuestión, es decir, demuestren conocimiento sobre 

ellos, no. necesariamente conlleva a aumentar su valor probatorio por sobre el restó de 

pruebas, en la medida que ese vnlor no puede estimarse de forma individual, sino que junto 

con los demás elementos ele prueba, bajo las reglas de Ja sana critica. Además, existen.ottos 

elementos de prueba documentales que deben contrastarse con los testimonios vertidos:· 

En cal orden de ideas, respecto a los documentos que . son ofertados como prueba, 

según el art. 331 CPCM, aquéllos que cumplen las caractetístit:as de instrumentos:públicos 

expedídos por notario, que da fo, o por autoridad o·funcionarió público en el ejercido de su 

función, t'o11sh~l!Jftl prneba fthrJtie11le de los hechos, ac/01 o csiadó ·de cosos q11e dommenle11, 1/eYa fechay 

per1011tJs q11e i111ervi11ic11/e e11 ehnismo; así w1110 Je/ fa da torio o fi111i:ionario q11do1 expide1i, · coiif ormc al 

art. 341 CPCM, siempre que no se impugne su autenticidad y/ o esta no sea comprobada (art. 

338 CPCM). En ese sentido, los instrumentos públicos ofertados e incorporadoir;en el 

expediente administrativo, al ser expedidos por funcionario público en el ejercicio,de' sus 

funciones; 1ie11e11 la J11erz.a pora comprobar los hechos y arios q11d ái11tiene11, la fam1a en tjlie 'a1.v11leileirm, 

las fichtJs en q11e 111cediero11y de Jaj pe1'!011a.r q11e intervinieron, es,dedr, co1i.rlil1tye11 ele111e11tos pnibtitorios r:on 

alto grado de fiabilidad. 

Sin embargo, pese a que la documentación irtcotpoi:.'lda al expediente administrativo 

podría contribuir en un caso concreto a corroborarla hipótesis que sostiene una de:la$ partes, 

no implica que, por si mismos, dichos elementos probatorj:qs gocen de una mayor relevancia 

por SQbi:c lo demás medios de prueba admitidos en el prp,ceso contencioso administrativo)', 

por ello, no necesariamente pr~valecen aquéllos frente a'. Otras pruebas .que conduzcan·. a 

conclusiones ,distinras ni pueden impedir que el órgano judicial las -valo.re co!)fonne a 

apredado11es raz.o11ables y e11 t"tnyim~o t'Oll el mio de pn1ebaspr(lf/i1:odas. 

En ese sentido, se consraut lo siguiente: a) en laiq:crtificnciones de. las actas de las 

sesiones 19-2012 y 15-2014 -in,strumcntos públicos:qu~,apat:ecen agregados al expediente 

administtl)tivo-, se ha vcrificndo: por este juzgado que, ~alq:>mo lo afumó el,T.f!:G, no se 

dejó: ccmstan~ia de excusa ni del .retiro de las sesiones po)r ,parte:de la licencia4~ ••••• •••len el momento en que se tomaron las decisi()D¡CS que concernían_ al µ~e~dado 

••••••• ; b) en el info~mc de fecha 27-11-2~17, ngregado de fs.4:4: .. al.4~ del 
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/ --expediente administrativo. fim1ado por la Presidcnca del CNJ. se hizo consrar que "en el caso 

de los acuerdos tomados, si no se expresan que hubo distinción, se entiende que fueron 

acordados por unanimidad, y en las situaciones donde existe votación en contra o abstención, 

se hace constar quien o quienes han votado en contra o se han abstenido"; y e) en el informe 

de 5·12·2017, agregado a fs. 80 del expediente administrativo, firmado por la Presidenta del 

CNJ, en cuanro al informe <JUC le fue solicitado, adujo que" ... sobre cuál fue la vorncíó11 de 

cada uno de los/as señores/as Consejalcs en los acuerdos conccnidos en el punto 9.1 del 

acta Nº 19 /2012 y en el punto 5 del acta de la sesión Nº 1 Sw2014, celebradas el 16 de mayo 

de 2012 y el 23 de abril de 2014, respectivamente, me es oportuno manifestarle, que este 

Consejo cuenta nada más con la información contenida en las actas antes mencionadas y de 

las cuales ya se les cnYió certificación ... ". 

En ese orden de ideas, al contrastar el contenido de las ccrcificncioncs de l:1s acras de 

las sesiones 19-2012 y 15-2014, con los informes firmados por la Presidenta del CNJ antes 

descritos, se verifica que presentan cJementos coincidentes, por ejemplo, en el acta l 9-20"! 2 

se dejó constancia de un voto en contra emitido por el consejal •••••••••• 

••••sobre lo discutido en el punto 9.3, lo que coincide con lo afirmado en el informe 

de 27-11~2017, en el sentido de que en las acms se deja constancia de quienes votan en contrn 

o se abstienen en las sesiones del Pleno del CNJ. Aunado a ello, conforme al art. 18 del 

Reglamento de la LCN.J, lo acontccído en las sesiones del Pleno del CNJ se plasma en las 

actas que al efecto levanta el secretario ejecutivo de Ja instimción, hecho que aparece 

reafirmado con lo sostenido por la Presidenta del CNJ en el informe de 5-12-2017. 

Por ende, se concluye que todo lo vinculado con las sesiones de 19-2012 y 15-2014, 

se documentó únicamente mediante las actas de fechas 16-05-2012 y 23-04-2014, 

respectivamente. 

ív. Ahora bien, al verificar el contenido de los testimonios de los señores-

••••••••••• y ••••••••••• y contrnstados con la p1-ueba 

documental descrita, se logra establecer que en lo referente a la inten•cnción de la licenciada 

••••••••• en la toma de las decisiones que concernían al licenciado···· 

••• en las sesiones de fechas 16-05w2012, que consta en el acta 19·2012, y 23-04-2014, 

que consta en el acta 15-2014, dichos te.rti111011ios .r0Jtie11c11 hetho.r difare11tcs 11 la hipóte.rü qlfcjom111/m1 

lo.r d/(lt/o.r doc11111mto.r.J' q11e e.r .ro.rle11idn por e./ TEG e11 lo.r actos imp1!g11ado.r. 

De igual forma, ni vedficar el contenido la prueba documental ofertada, se constara 

que los lÍnicos datos que apuntan hacia la hipótesis sostenida por la parre acrora son los 

testigos, en particular, en lo que respecta a la ausencia de la licenciada ••••••••• 

de las sesiones del Pleno del CN.J antes mencionadas y en el momento en que se discutieron 

los puntos que le generaban co1iflicto de interés. Cabe resalta1· que dichos testigos en ningún 
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momento afirmaron que la mencionada profesional se. hubiera excusado p.revio:a .que se 

retirara de la sesión y de que se trataran los puntos en cuestión. 

En ese orden ·de ideas, para establecer la· .fiabilidad preponder1:1nte de las 

afirmaciones vertidas por los. testigos con respecto a las otras· pruebas incorporadas, es 

preciso que dichos testimonios tengan por lo menos un 111b1i1110 de co1!ftr111aa'óii 'por: ottos 

elementos probatorios; sin embargo, esta última circunstancia no ha acontecido en el 

presente ca~o. En efecto, los documentos agregados al·cipediente administrativo t'Oiifro111an o 

rcbale11 el t'011te11ü/o de /011t1tin1011io1, en particular, las actas de las sesiones de 19-2012y15~2014, 

y estas -como instrumentos públicos cuya fiabilidad probatoria no ha logrado ser debilitada 

por las ottas pruebas ofertadas-·ht111 aportado il!formaao11 11eiifkab/e y fiable sobre los heibo;r s11cedido1 

d11ra11te lasscsionu de 16-05-2012y 23-04-2014, en la medida qt1e, co1ifor111e al 011. 18·de!Etgla111enlo 

de /<1 .l...CNJ~ 111 es1a1 es donde tfcbm t'OllJ/ttr las ex&11sos o ubstei1tioi1ts. De igual forma; en atención a 

la connotación de la excusa como mecanismo para garantizar laimparcialidad en lá:toina de 

decisiones, la intensidad de la fiabilidad de los testimonios para comprobar su cxisten~a en 

este caso concreto se ve disminuida, pues conforme a la dfada disposición, sobre ·ellas debe 

quedar conscnndn en las actas. 

Y es que los testimonios descritos podrían haber presentado fiabilidad cohsisterite de 

haberse· considerado de manera· individualizada e independiente al resto de· pruebas~ Sin 

embargo. realizar lo anterior cdnt.radice las reglas de la valoración de la prueba' conforme a 

la sana critica; En ese orden, realizada la ponderación de dichos testimonios en conj~nto con 

el resto de pruebas, los primeros pierden la fuerza probatolia, pues no existen elementos 

probatorios que corroboren la hipótesis que pretenden sostener. Además, dichos testimonios 

no han podido refutar o modificar las conclusiones a ·las que condujeron las actas 'de las 

sesiones de t 9·2012 y 14-2015, en la medida que no se .acreditó que la citada profesional 

hubiera realizado al menos un~ e.~cusa verbal -la cual debía .constar en el acta respectiva­

dentro de lns sesiones 19.2012 y 15~2014. espedficamente en los. ptintos que le' genci:aban 

conflicto de intetés. 

En relación con esto último, la parte accora afirmó que eJ art. 5 letra e) LEG.. no exige 

de n1m1ero expma que la excusa; para participar en asuµtos. en los cuales el servi_dor: publico 

tiene inrcrés deba ser por escrito. Al re.visar el conteni9,o deJa mencionada ,dispcn1ición, se 

constata que tal afirmación es, ~*.rta;. sin embargo, dado que la .excusa prerenrl.~ denptru: la 

inexistencia de parcialidad en la coma de decisiones,>es ncce~atj() que ~on~te :.ey;~encia de 

ella, p9r ende, a pesar de que el citado art. 5 letra c) np, 1() • señale co.ncret;am.e~tl; por ~u 

naturaleza, aquélla debe ser n;uu;1ifiesta:mente acreditada, e~ del'.iJ:, haber con_stancin ~~cJ:ita de 

su existencia. A esta última afi,rmación abona el conteni~o. de.los arts. 19 y. 20Lc;;Nly18 

Rcglnn;icnto de la LCNJ -disp.osicioncs legales nplicn~les :n)n función qu~ _.cje,i:c:en los 
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Conscjales- , en la medida que concuerdan con la formulación legal contenida en el citado 

an. 5 letra c) LEG, en el sentido de que d ichos funcionarios deben excusarse de conocer en 

los asuntos en que pudieran tener in terés. En tal virmd, se concluye <¡uc es necesa rio d~¡i1r 

w11.rlrmda de las exmws, i111pcrli111mlo.r o ah.rlwdo11e.r,)'a f11cm que csll11 pn:n:rlidt1.r & 1111 e1m/11jom1t1! o 

se fmmulen 11erhahm11/e en las se.rio111:.r q11c se l/cvt111 11 mbo. De ahí que lo sostenido por el TEG al 

analizar el contenido de las actas de las sesiones de 19-2012 y 14-2015, es congruente con In 

normativa aplicable, por lo cual, al coincidir también con los informes i:endidos )1;1 

mencionados, la hipótesis .rosteuid11 por rlirho 11ilm11al m este p1111/o del mla1110 ha sirio cnrm/;111'(J(/a por 

sobn: la hipótesis plm1fcarla en la dr1111111d11 por /11 parle adoro. 

En esa línea de pensamiento, lo afirmado por el T EG en el p1imer acro controvertido 

en lo referente al supuesto reconocimiento de una "excusa material", no implicó parn dicho 

tribunal la comprobación de las nfirmaciones realizadas por la demandame en el ejercicio de 

su defensa dentro del procedimiento administrativo sancionador, sino que, rnl como lo 

sei'ialó el TEG en la actuación impugnada, la nan1raleza de lo :111ali;rndo en el caso concrero 

reguería que se dejara constancia de la excusa en las actas, por lo cual dicha aseveración 

refuerza la conclusión a la t]UC llegó la mencionadn autoridad en su decisión. 

En ese mismo orden de ideas, en cuanto llllC en ninguna parre del tex to de las ncras 

citadas por el TEG aparece t¡uc l;1 demandante ha)'ª tomado parre en los asun tos c¡ue 

incumbían al licenciado o gue dcs;1rrollara una actividau 

consistente en interceder o mediar por él, se aclara que con forme al art. 341 CPC!\l dich:is 

acrns comprueban lo c1uc en ellas se documenta. Desde esa pc.:rspcc1jn1, en ambas aparece 

descrita la presenci:i de la licenciada para las sesiones 

en cuestión y en ambas aparece consrnncia de la firma de la referida profesional sin l(Ue, por 

otro lado, h:1y:1 evidencia de excus:i o abstención en los puntos t¡ue le generaban <.:on flicto 

de interés; por ende, sin esta últim a condición, la comparccenci:i \'eti ficada y la fii:ma cn 

dichas actas por p;1rte de la referida profesional c.lcnorn, bajo l:is reglas de las m:íximas de 

experiencia, conformidad o aceptación de su concenic.lo, por lo que resulta lógica)' sostenible 

la conclusión a la que arribó el TEG en el sentido de que, ante l:i falta de cl'idenci:1 es<.: rira de 

la excusa en ac¡uéllos puntos, la citada profesional participó en esas decisiones. 

Sostener lo con trario, es decir, que no se ha comprobado que la demand:mte ¡rnnicipó 

en dichas tomas de decisión porque no aparece constancia c:xprcsa ele ello en las actas -como 

lo señala su :ipoderndo-, consriruye un argumenro erróneo que oblig;uía a concluir que una 

afirmación es falsa porque simplemente no se ha comprob:ido que sea verdiidcrn. En efecto, 

conforme a las reglas de la valoración probatoria, en particular, la sana crítica, la~ 

conclusiones sobre la verdad de las hipótesis que plantean las panes pueden ser con firin:idas 

o corroboradas partiendo de la realidad probatoria incorporada al proceso)', en el presente 
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caso, la prueba lo qu~ demuestrn es la presencia de la demandante en lns.scsiones:de,16-05-

2012 y 23-04-2014 y su intervención en las decisiones qüe en ellas se.tomaron. 

Y .es que, si bien es cierto. conforme al art. 29 letra a) LCNJ corresponde al St!cterario 

Ejecutivo de la institución "elaborar las actas,,, estas, según la misma disposición,·sc-someten 

a la aprobadó11 de los miembros del Pleno del CNJ, lo cüal se reafirma con· el att 18·del 

Reglamento de la LCNJ, el cual establece que "las actas deberán sonulem a t'011siderat.ión del 

Pleno en la sesión inmediata siguiente y serán firmadas por todos los Conseja1es asistentes y 

el secretario,,. Además, en los incisos segundo y tercero de'esta última disposición· se expone 

que en "las netas podrá ase11tarse, a solicitud de cualquier Conseja}, las razy11es q11i fi111dt11ne11lt111 

s11 vol11./ / /Tan1bié11 deberd11 t'o11stiir en las actas las txc11sus, itnpedimentos y lns atenciones a que 

se refiere el inciso segundo dclArt. 20 de la Ley" Qas cutsivas:son de este juzgado)~: 

En ocro orden de ideas, el co11tenido de las actuadones impugnadas en:este proceso 

no cuestiona un comportamícn:to de mediación o favorecimiento directo al licenciado 

•••••••h>or parte de la demandante, sino· la ausencia de excusa que le- hubiera 

impedido intervenir en los actos donde se tomaron decisiones en torno al- mencionado 

profesional, en la medida que rio aparece constancia ;de.,ella acorde con la naturaleza de la 

figura prevista en la normativa aplicable. 

Desde esa perspectiva, se ha confirmado la hipótesis· sostenida por el TEG alrealizar 

el análisis de la prueba que tUVÓ a disposición en, el procedimiento ádmfuisttativo 

sancionador. Además, acorde con esas pruebas que el TEG valoró en In resolución 'de 11-

06·2018; planteamientos que fueron confirmados por la decisión.de 2-07-2018, se concluye 

que lo a11loridad IÍtlllllntÍaáa ha rtdlt"z.odo udemada111tnli :cf JÍti.ci,o; de tipiiidttd, CS decir, analizó los 

elementos objetivos del tipo conforme a los arts. 42 y Sletra e) LEG, puesto que:' a). evaluó 

que la demandante tenía la calidad de senridora pública ejerciendo el cargo de:~Consejal 

propietaria del CNJ; b) determinó la existencia de un vincu1o.de parentesco dentro del cuarto 

grado de consanguinidad entl'.e la licenciada y el licenciad()···· 

; c) cstnbleci,ó la concurrencia de hechos que generaban conflicto 4e,:iAt~tés; d) 

comprobó la existencia de una ~xigcncia legal de excµsar.se de inten~cnir en dicho asµnto; y 

e) determinó la ausencia en las actas de las sesiones 19.,2Q)2y) 5•2014 de exa..isa. o. abstención 

por parte de la referida proft;siona} que evidc~ciara su .apartamieµto en los h~clws que le 

generaban aquél conflicto. En consecuencia, no ha existido una errón~a aplicación d.el art. 5 

letra c) J..EG, vulneración al a.rt. 68 letra a) del 1lLEG, .ni ~observan.cía al prif!cipio de 

legalidad, motivo por el cual de/Je dcsesliHlorse este prlillf! delr.e,dotJ!D pla11/eodo por/a porfe,}tclora. . 

. 3. Segundo fundamento jurídico. Vulnei:a~ión ni ~rt. Ga .letra b) R.LEG~: 
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A . Respecro de la vulneración al principio de impulso de oficio del proccdimicnro 

administrativo sancionador, regulado en el are. 68 letra b) del RLEG, la parce acrorn afirma 

guc, a su consideración dicho Ti:ibunal lo ha cmneti<lo, ya c1ue falcó a la obligación gue rienrn 

de impulsar de oficio codos los tdmites del proced imienro, c.lisponiendo de bi s aci:uacioncs 

opormnas y adecuadas para evirnr su paralización. 1\sí, el aviso anónimo <le denuncia se 

recibió por el TEG e.! día 18-04-2016 diez meses después, el 13-02-2017 se decretó la apertura 

del proccdimienro admínistrntivo sancionador; con fecha 27-10-2017 ocho meses después, 

se abrió a pruebas por veinte días el procc<limienro, notificado este decrero el 16-11-20'! 7, d 

término ele pruebas concluyó el 14-12-2017 y c:I TEG resuehre el 1 1 -06-2018, es decir, seis 

meses después de habcr concluido el término probatorio. E l p rocedimienro adminisrrarivo 

sancionador, esr{1 diseñado para ser expedit0 y ágil, en el caso de la demandante dilató 

veintiséis meses en resolverse su siruación jurídica. 

B. La amoridac\ demandada J"nfm: la aplimdrí11 del ar/. 68 l~lm b) RLEC manifestó: 

E l demandante ha señ:ilado equívocamcnre guc existe vulncrnción al cirndo principio, 

por considerar gue no se dispusieron las acruaciones de forma opo rmna )' se incumplieron 

los plazos establecidos en la ley para su tramitación. El procedimiento i1dminiscrativo 

sancionador avanza según In complejidad del caso, la natuntlc%a de los hechos investigados 

y las normas c¡ue se atribuyen a los presunros infrnctores, entre otros factcncs, pero 

cumpliendo rodas las ernpas y en cnda una se pide la documcnrnción pertinente. 

Si bien la LEG no establece el plaw en el que debe culminarse el mímire del 

p rocedimicnco adminiscrarivo, ni en el que ha de transcurrir entre sus diferentes etapas, sino 

c¡ue únicamente determina los plazos para desarrollar algu nas de éstas, ello no es inreq)(ecado 

por el TEG como unn hnbilitnción ¡nrn prolongnr tlesmedidamentc en el riempo In duración 

de cada caso sometido n su conocimiento, ni es utilizado :i cfecro de inobservar y ev:idi r b 

legalidad , sino que, por el con trario , tal flexibilidad ha conducido a po tenciar la investigación 

de las priícticas que atentan contra la debida gestión de los asuntos públicos y que pueden 

constituir actos de con-upción. 

De cal suene que, aun cuando el trámite del procedimiento se prolongó, ello fue en 

razón de su eficacia, es decir al propósito que el procedimiento logre su finalidnd: la búsqueda 

de la verdad material de los hechos denunciados o in formados y la consecuente decisión <le 

acuerdo a la tramitación realizada. D e mancrn que no se perfila algunn vulnei:ación al 

principio de impulso oficioso, en relación con el p lazo destinado al desarrnllo del 

proccdimicmo trami tado ame sede adminisrrativa. 

C. An:flisís del fund111ne11ro jurídico expuesto. 

El arr. 68 letra b) LEG est:iblcce lo siguicme: "E/ prruwli111ic11/r1 ad111i11islmlim . .-t111fÍnl/{1tlnr 

sr s1!felanj a /ns sig11imles p1i11dpio.r: (. . .) h) l111p11lso de oficio: F.f ºf11"h1111a/ i111p11!.rmrí dr ~fido 1od11.r lo.r 
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1rá111iles del proadinrimto, dispo11ie11do las aflnario11es · opo111111os y odea10Jos para evitar s11 paraliz.arió11. 

r ... r 
La parte acrorn ha sostenido que durante el procedimiento administrativo 

sancionador el TEG no dispuso . Jas actuaciones oportunas y ' adecuadas para evitar· su 

paralización; sin embargo, consta en el expediente administrativo que, contrario a lo 

afirmado anteriormente, el TEG llevó a cabo todas las etapas correspondientes al citado 

procedimiento y dio impulso a cada una de ellas. De igual manera, las afinnaciones que realiza 

la parte actora en este punto de su reclamo no logran evidenciar cual es la vulneración 

concreta que estima se ha cometido en virtud de la presunta afectación al citndo principio, 

más aun cuando aclan en su escrito de demanda que este punto de su reclamo se trata de 

"una simple inquietud( ... ) [y) reprocha al TEG la oportunidad en que resuelve ... ». 

En efecto, la parte demandante se limitó a enunciar las fechas en la que se inició el 

procedimiento, las etapas que se llevaron a cabo y su finalización, por lo que no se advierte 

cuál es la vulneración concreta que el incumplimiento de pinzas que plantea ha causado en 

su esfera jurídica, más aun cuando el procedimiento en cuestión, como consta en el 

expediente administrativo, nunca se paralizó. En tal virtud, deberá deseslinrorse este p111110· dtl 

rrd""'º p/011/earlo por la pt1rle atlora. 

4. Nulidad de pleno derecho alegada. Vulneración de los arts. 47 y 48 letra b) LEG, 

en relación con el art. 92 inc. 3° RLEG. 

A. Sobre este punto del reclamo, la parte actoca solicitó en su demanda y en el escrito 

de cumplimiento de prevenciones que, con base en el principio de eventualidad, se dictara 

sentencia declarando nulas de pleno derecho·las decisiones delTEG sometidas a control 'de 

este juzgado, en caso de que no se dcclara111 la ilegalidad de los actos por los otros motivos 

alegados. Ahora bien, tomando en cuenta la conexión que presenta este planteamiento con 

el resto de fundamentos jurídicos, e11e j11z,gado co11sidem procedt111e a11aliz.arlo 011/u de rraliz.ar los 

Palorado11es 'v11temie111u a las 1111l11erado11es a los deruhos de a11die11da1 deft11sa y el pri11dpio ((}IJ/radit:dón, 

arls. 11 C11., 1y4 CPCM st1ialado1 por la de111a11da111e. 

Con el fin de justificar este planteamiento de nulidad de pleno derecho, la parte accora 

manifestó que el art. 35 LEG confiere al TEG en la recepción de pruebas, laJacultad de citar 

n declarar a quienes tengan relación con los casos de que se trata. a efecto de· esclarecer, 

determinar y comprobar los hechos objeto de investigación. Y en uso de dicha facultad es 

que el Tribunal en la resolución que designa al instructor le encomendó que se apersonata al 

CNJ para cntreviscar a personas que tu\-ieran conocimic;nto ele los Jlechos, especialmente le 

encomendó que entrevistara al licenciado •••••••••••••. 
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En ese sentido, el instructor compareció a entrevistar a la mayoáa de los Conscjalcs 

que participaron en las sesiones donde supuescamcntc se cometió la infracción; sin embargo, 

no fueron admiádas ni vnloradas por los miembros del Tdbunal sin justificación ¡1lguna, lo 

cual es atcntat01io a los derechos de la dcmandanrc, ya CJUC con dichas dccl11rndoncs se 

probaba que ella es inocente y 1..1ue no cometió las infracciones yuc se le aa:iburcn. 

1\unado a ello, considera que las actuaciones realizadHs por el instructor clcsigna<lo, 

relativas a recibir las declaraciones de los Conscjalcs. adolecen de nulidad de conformidad a 

los ares. 47 y 48 letra b) LEG. en relación con el are. 92 inc. 3° del RLEG. pm considerar 

que con dicho actuar se provocó indefensión a su representada, en el sentido que cuan<lo el 

mencionado instructor entrevistó a los Consejalcs no fue citada para poder cnr.rc\•hmirlos, ni 

rebatir su dicho, con lo cual se vulneró su derecho de dcfcnsl\ y el principio de contradicción. 

Además, un inscruccor no es la persona autorizada por la Ley -art. 92 inc. 3° RLEG­

para recibir declaraciones de testigos, ya que el intcrrogatoiio debe ser realizado en audiencia 

oral con la presencia de los intcnrinientcs o sus representantes y el Pleno del Tribunal, }' ello 

es así por el principio de inmediación que 1ige a la prueba testimonial -ares. 1 O y 232 CPCi\I, 

en relación con el "are. 114 LEG,,-, ya que son los miembros del Pleno c1uicncs deben 

inmcdiar la prueba porque ellos son quienes deciden el caso, por tanto, el hecho de que hnyan 

delegado al instructor dicha actuación }' que no se ha}'ª citado a su rcprcscntnda para ciue 

csruviera presente al momento de realizarse las declaraciones de los testigos, se configura la 

causal de nulidad citada, violando su derecho de defensa y contradicción, como el principio 

de inmediación. 

Por otra parte, las entrevistas citadas no pueden ser consideradas como simple prueba 

documental como lo sostienen los miembros del TEG, ya que incluso su mismo instruccor 

en las actas en las cuales plasmó las "entrcvisras" realizadas por su persona, hizo constar 

claramente en cada una de ellas que cada uno de los Consejnlcs interrogados lo hacían en 

calidad de tcságos e incluso hace constar en las actas respectivas (.)UC les hada n cada uno de 

ellos la prevención de las sanciones que estipula el art. 305 del Código Penal -fr .. 97 al 100 

del cxpcdience administl'ativo-, en consecuencia, debió realizarse Ja rcspcctfra audicncin }' 

citar a su representada parn realizar las declaraciones de los testigos y garantizar su derecho 

de defensa y contradicción. 

Aunado a ello, en los pcoccdimicntos administrativos no deben existir cnrrcvisrns 

ocultas a los administrados que están siendo investigados y mucho menos ser consideradas 

como p11.1eba documental -como lo sostiene el Tl~G-, y ser considcrndas como p1'\1cba 

fehaciente <le los hechos plasmados en lns mismas, ya c1uc las declaraciones deben ser 

sometidas al derecho de dcfcnsn }' contradicción, inmediadas por los miembros c.1uc deben 

pronunciar las resoluciones finales en aras de cumplir el principio de inmediación. En 
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consecuencia, solicita que declare nulo de pleno derecho con base en las causales previstas 

en el art. 1 letras b) y e) DTPA, en relación con los arts. 47 y 48 letra b) de la LEG y are. 92 

inc. 3° RLEG. 

B. La autoridad demandada sobre este punto del reclamo expuso lo siguiente: 

Las entrevistas realizadas por el instructor no constituyen prueba testimonial. 

Únicamente tienen la finalidad de apreciar el conocimiento de los hechos objeto de 

investigación que tienen las personas entrevistadas, a fin de determinar a posleriori la 

pertinencia, necesidad y utilidad que permitan el llamado de las mismas como testigos, lo 

cual no ocurrió en el procedimiento en cuestión. 

1\sí; por resolución del 27-10-2017, se comisionó al-instructor ••••••• ••••••I para que realnnra diligencias probatorias y se le facultó para entrevistar a 

personas que tuvieran conocimientó de los hechos. En ningún momento se le autorizó para 

tomar declaración de testigos, pues ésta se efectúa en audiencia convocada para tal efecto, 

con la presencia de las parces, precisamente para garantizar los principios de inmediación y 

contradicción. Por lo tanto, no se realizó audiencia probatoria, dado que .ninguno de los 

intervinientes ni el instructor propuso prueba testimonial y el Tribunal no advirtió la 

necesidad de ordenar su práctica, por no ser idónea. 

Oc igual manera, la resolución de 11-06-2018, particularmente e1l el romnno II, se 

indica y decalla toda prueba aportada y que fue objeco de valoración por el TEG y se advierte 

de su lectura que no desfiló prueba testimonial y, por ende, no fue objeto de valoración por 

no ser idónea y carecer de utilidad para acreditar los hechos que se dilucidaron. 

Con lo expuesto, la petición de nulidad no se configura dentro de la causal del are. 48 

letra b) LEG pues durante el transcurso del procedimiento que se tramitó se observó todo 

lo dispuesto en la LEG y RLEG, en armonía con las disposiciones constitucionales 

aplicables, por lo que el Tribunal resguardó los derechos y garantías de la ahora demandante. 

Aunado lo anterior, en el escrito de ampliación de la demanda, de fecha 10-12-2018, el 

demandanrc plantea erróneamente las causales de nulidad absoluta o de pleno derecho 

contempladas en el are. 1 letrns a) y b) DTPA, de conformidad con las reglas de aplicación 

de la ley en el tiempo, las normas establecidas en las DTP A se aplican a los procedimientos 

que iniciaron después de su entrada en vigencia, es decir, . aquellos promovidos con 

posterioridad al 31-01-2018. El procedimiento administrativo sancionador 44-A"".16, cuyas 

resoluciones se impugnan en este proceso. inició el día 13-02-2017, por ende, no se pueden 

invocar en el presente caso las causales establecidas en ellas a los procedimientos iniciados 

previo a su entrada en vigor, en tanto d decreto en referencia no determinó que sus efectos 

se retrotraerían a los procedimientos en trámite. 

C. Análisis del plantcanúcnto de nulidad de plc.r10 derecho •. 
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/ -a. En la sentencia de 12-11-2010, pronunciada por la Sala de lo Constitucional en el 

proceso de Inconsrirucionalidad con referencia 40-2009/41-2009, adujo que el dem1Jo de 

d!fe11so (Art. 12 Cn.) se manifiesta ante la configuración de una ''0111ie11da donde exü/<1la11ct'e.rid"'I 

de argi)ir e/e1J1enlos 1e11de111es al desvrmecimie11to de lo.r alegatos i11foados por la crmtraparte. El ejercicio del 

derecho de defensa implica las posibilidades de participar en un proceso informado por el 

principio de contradicción, en que las partes puedan ser oídas en igunldad y utilizar las 

pruebas pertinentes en su defensa, de modo que no se les impida aproximar al jue~ el mntcrial 

probatorio que considere pertinente para su defensa. 

Esta actividad procesal de parte viene encauzad11 por las reglas del proceso )' se 

corresponde con la obligación del juez de procurar su regular descnvolvimicnm, de modo 

que no se genere indefensión en ninguna de sus fases y para ninguna <le las parres. De esca 

definición puede colegirse que el derecho de defensa lleva ínsito la ig11altlt1(/ de al'lllfl.r y el tle1vdJo 

a 11/ilizor/o.r 111edios de pmeha perhi1eJJtes. 

Por su parte, la Sala de lo Contencioso Adminisrratim en In senrencia de 26-04-2013 

emitida en el proceso con referencia 333-2009 señaló c1uc el derecho de defensa en sede 

administmóva, se concentra en el derecho a ser oído en el procedimiento administrativo, se 

concretiza en que los interesados planteen sus alcg.1ciones, puedan probadas y que ésras sea 

tomadns en cuenta por la administración a Ja horn de resolver, esro es, que sean valoradas 

accpcadas o rechazadas en función de razones y argumentos que convenzan o no, y {1ue a su 

vez permiten conocer cJ sentido de In \•oluntad administrativa y el juicio que la fundamenta 

b. E.n In sentencia de l 3-06-2016, emitida en el proceso con refci'.cncfo 3 l 7-2006, ln 

Sala de lo Conrcncioso Administrativo expresó <.JUe la cualificación de los vicios o 

deficiencias que afectan la validez del acto administrativo puede carcgorizarsc de tres formas: 

irregularidades no invalidantcs. anulabilidnd y nulidad absoluta. Esta úlrima, conocida corno 

nulidad de pleno derecho, es reconocida como una caccgoría de invalidez del acto 

admirtístrativo caracccrizada por un~1 especialidad que la distingue del rcsro de ilegalidades o 

vicios que imr;füdan los actos de la Administración, de cal manera que constituye el gmdo 

máximo de invalidez que acareen consecuencias como lu imposibilidad de subsanación, 

imprescriptibilidad e ineficacia ab tilitio. 

En tal virtud, la gravedad del acto nulo 110 debe medirse por la conducrn del agente 

creador del vicio, sino por fo lesión que produzca en los intereses de los afccrndos, en el 

orden público y jurídico estatal. De este modo, esta nulidad se nkanza sólo en los impuestos 

más graves de infracciones del ordenamiento, los cuales pueden dcrcrminarse trm; una 

valoración que exige una consideración de la intensidad del conflicto, del vicio respecto del 

sistema mismo y del orden gcnernl que dicho sisrema crea. 
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En atención a lo anterior, el vicio advertido debe contener un efecto negativo deeipednl 

lrnsce11de11da para el interesado, de tal modo que simples irregularidades procedimentales no 

alcanzarán dicho efecto. Además, tal como ha sostenido In Sala de lo Contencioso 

Administrativo en la semencia de 3-12-2014, emitida en el proceso con referencia 193-2010, 

no coda ilegalidad o violación conlleva una nulidad de pleno derecho, es decir, la mera 

contravención al principio de legalidad, no implica que exista nulidad de pleno derecho,·pues 

rompería el "principio de mera anulabilidad", esto es, el carácter excepcional de aquélla. 

De igual manera, en In sentencia de 28-07-2014, pronunciada por la mencionada Sala 

en el proceso con referencia 99-2012, se sostuvo que la nulidad de pleno derecho es una 

cacegodn contemplada en la LJCA -derogada-, por lo que estaba llamada a ~plicarla. 

Asimismo, afirmó que, si bien el ordenamiento jurídico administrativo -en ese momento­

no proporcionaba elementos suficientes que permitan establecer de manera general los casos 

que se tipifican como nulidad de pleno derecho, esto no le eximía de la obligación de 

operativiznr el concepto. 

Además, indicó que, si la ley le reconoce la facultad y el deber de · aclnútir la 

impugnación y pronunciarse sobre actos viciados de nulidad de pleno derecho, la falta de un 

ordenamiento que regule de forma expresa tal categoría -a esa fecha-, no le eximía de 

analizarla y calificarla. 

Por tanto, precisó que para que un acto nulo de pleno derecho pudiera ser conSiderado, 

se requería que dicho acto vulncmta el ordenamiento jutfdico;.administrativo, es decir, una 

norma contenida en el bloque de legíilidad secundario {el cual constituye el parámetro de 

control) y que ello trascienda en una vulneración a la Constitución. 

En tal virtud, en el ordenamiento jurídico administrativo salvadoreño sería una 

categoría especial de invalidez del acto administrativo que se configura cuando concurren los 

siguientes supuestos: 1) Que el acto administraávo transgreda la normativa secundaria -de 

carácter administmtivo-, por haberse emitido en exceso, o fuera de las potestades normativas; 

2) Que esta vulneración trascienda a la violación del ordenamiento constitucional; 3) Que 

esta transgresión se concrete en la esfera jurídica del sujeto que alega la nulidad. 

En el mismo orden de ideas, en la sentencia de 5-11-2018, emitida én el ptoc:eso,con 

referencia 159-2015, la misma. Sala, con respecto a los supuestos de nulid~d ,qe pleno 

derecho, adujo que en el 7 inc. 2° de ~a LJCA -de.rogada""." el legislador no había est.iblecido 

los supuesros en los que debían encajar los actos de la Administración . P.úplica . para 

considerarse que incurren en la categoría jurídica en comt;nto. Sin embargo, para realizar el 

análisis de las pretensiones deducidas bajo la forma de una nulidad absoluta o d_e ple110 

derecho, ha determinado jurisprudencialmente que los actos administrativos .incurren en la 

nulidau ab~oluta cunndo: "(i) .to11 dkladtu por 1ma a111orM11d mn11ijintnmmle im:ompelmk por raz!11 
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de la 111t1/eria o del lurdlon'o, (ii) 1011 dk111dos presti11diellflo lota/ y abso/11/111m11le del pro1:edi111Ümlo le._~11!111t11/c 

establecido, se on11lm lo.r ek111e1110.r e.re11dale1 del procedli11imlo pm>i.rlo, o lo.r q11e gara11lizm1 el dcll!tho '' lt1 

deft11J(1 de /o.r i11le~sado1, (iii) 111 to11te11ido es de i111po.ri/Jle ejcmció11,_)'t1 .rt:fl porq11r e.\.1:ae 1111t1 li11po.rihilidt1d 

física do 1,'11111fJ/i1JJie1110 o porqm la efccmió11 del at1o exige 11tl11acio11e.r q11e rm1/11111 iluo111pa1iblr.s mire .d, (iv) 

se 1m1a de arios iv11s1i1111ill(}S de b!fi'f1L't.ió11 pmal o de at1o.r dictados fonio co11seci1e1uia de aq11élloi)'• M c11 

malqm"er 011v S11p11es10 que eslablezta exjmsammle la /91 /i1. ,gr. Sm1c11dc1 dr hu q11¡'¡1ce hm"fl.r dd m111ro r/t! 

dicü111bre de do.r 111il dieci.riele, diclr1de1 dll t:! protcso t"011lmdo.ro ad1J1í11istrali1JO LVII ~foremia J61·2012l". 

Ahora bien, según lo previsto en el are. 1 de las Disposiciones Transitorias tlcl 

Procc<limiento .Adminisrraávo y del Régimen de In Administrnción Pública (DTP;\), los 

actos administrativos incurren en nulidad absoluta o de pleno derecho en los casos siguientes: 

a) Cuando sean dictados por autoridad incompetente por rnzón de Ja materia o del territorio. 

b) Cuando sean dictados prescindiendo total y absolutamente del proccdimicnco lcgalmcncc 

establecido, se omitan los elementos esenciales del proccdimicn to previsto, o /o.r qm:,g1mmlÍZflll 

el der-echo o lo d~fo111r1 de lo.r iltlerumtlo.r. e) Cuando su contenido sea de imposible ejecución, ya 

sea porque exista una imposibilidad fisica de cumplimiento porque la ejecución del acro exija 

actuaciones que resulten incompatibles entre sí. d) Cuando sean acms constituri,•os de 

infracción penal o se dicten como consecuencia de ac1ucllos. e) E" molq11ier olm mp11e.rlo q11i• 

establezca e>.pre.1a111e11Je /¡1 I~)'· 

c. i. AJ verificar los argumenros que esgrimen las parres, acorde con los criterios 

jurisprudcnciales citados y con la normativa descrita, se advicrre <1ue independientemente del 

momento de entrada en vigencia de las DTPA, el supuesto de nulidad absoluta alegado en 

el presente caso-vulneración del derecho a la defensa de la demandante- puede ser analizado 

por este juzgado en In medida que ya estaba reconocida cal posibilidad por la jurísprudenci:1 

de la Sala de lo Contencioso Administrativo anres del inicio del procedimiento :idministrntivo 

sancionador. En rnl sentido, se procederá al análisis del fun<lamcnco jurídico planteado en 

este caso, pues la invocación errónea del art. 1 letras b) y e) DPT:\, en todo cmm, se limitarían 

a configurar únicamente un error de derecho c.1ue puede ser suplido por el tribunal conforme 

al principio i111"tl 11ovil mrit1. 

Ahora bien, es preciso aclarar que la parre actora realiza argumentos coincidcnccs 

para justificar ambos supuestos de nulidad de pleno derecho. 1\dcmás, lo cxpuc:Ho sobre la 

"leri·a e) del nrt. 1 DTPt\'' lo relaciona con lo previsto en Jos ans. 47 y 48 letra b) LEG y 92 

inc. 3° RLEG, en tanto que la segunda disposición legal señala como causal de 111!/itlr1d pm,ual 

dentro del procedimiento administrativo "los actos u omisiones t.1uc ¡Ho,·ocan indefensión", 

pero siempre termina oricnrnndo su teclnmo a la vulneración del derecho ele defensa. En 

atención a lo anterior, a consideración de este juzgado y en aplicación del principio i11ra 11tJ11i1 

mna, ambos supuestos de nulidad de pleno derecho alegados se circunscriben a una i.'rnica 
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causal que encaja en la p¡tf11e1rJtió11 del deretho de Jefe11sa deli111emoáo. Por ende, los nrgtiinentos 

ton los que ha intentado justificar que los actos impugnados son nulos de.pleno derecho se 

?nalizarán determinando si se ha incurrido o no en aquél supuesto de nulidad. 

i1: Acorde con las afirmaciones realizadas por la parte actom, al revisar el expediente 

administrativo se constata que por medio resolución de las nueve horas con quince minutos 

~el 13-02-2017 el TEG decretó la apertura del procedimiento administrativo sancionador 

contra la licenciada a quien se le atribuyó la transgresión a los ares. 5 

,letra e) y 6 letta h) LEG y se le concedió un plazo de cinco días hábiles, contados a partir del 

siguiente al de la comunicación respectiva, para que ejerciera su derecho de defensa respecto 

,del hecho y las infracciones que se le atribuían, traslado que contestó mediante escrito de 

)fecha 25-04-2017. 

De igual manera, se ha establecido que por medio de resolución de las ocho horas 

•con veinticinco minutos del 27-10-2017 el TEG resolvió abrir a pruebas el procedimiento 

'por el término de 20 días hábiles contados a partir del siguiente al de la última notificación -

iel cual finalizó el 14-12-2017-y comisionó al licenciado 

; como instructor para realizar la investigación de los hechos y la recepción de ·prueba. 

; Además, en dicho auto se detallaron las diligencias de investigación que fueron 

encomendadas al mencionado instructor, entre ellas, la realización de "entrevistas a personas 

. que tengan conocimiento de los hechos; en particular ( ... ) al licenciado •••••• 

En ese mismo orden, a fs. 25 del expediente administrativo consta que el instructor 

designado rindió su informe con fecha 14-12-2017. En él dejó constancia, entre otras.cosas, 

de lo siguiente: "En virtud que la información aporcada por las personas cntre\•istadas por sí 

sola, solo robustece la prueba documental existente, no se. proponen· que sean citudas parn 

· declarar como testigos; por lo que[ ... ) solicita a los Honorables Miembros del Pleno de este 

: Tribunal se incorporen al expediente del presente procedimiento la documentación descrita 

en los nume111lcs y literales contenidos en el romano VIII. dc.l presente informe'\:En .ese 

contexto, en el número 2 del romano VUI del informe presentado, consta la dcs.c~pción de 

. las entrevistas realizadas a los señores··········· •••••••••• -·:•, -·y-. -pccsidcntc Y.conscjnlcs del CNJ, respcctiva,mcntc. 

De igual forma. en la resolución de las diez horas con cincuenta minutos del 07 415-

2018, el TEG ruvo por agregado el informe rendido por el instructor y conc~dió ~ pJazo de 

eres días hábiles, contados a partir de la notificación res¡:>ectiva, a 41 licenciada­

···········para que presentara las alegaciones que estimara pertinentes 

n:3pccto de la prueba CJUC obrnbn en el expediente, trnshldo que contestó median~~ escrito 
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agregado a fs. 103 dd aludido expediente, mediante el cual solicitó que se dcclnrnrn sin lugar 

la denuncia y se archivaran las diligencias. 

Asi, por medio resolución de las nueve horas con cincuenta minutos del 11-06-2018, 

-fs. 112 al 120 del expediente administrativo- el TEG resolvió snncionar a la licenciada 

•••••••••••••••• ex Conseja) propietaria del CNJ, con las multas 

previamente descritas por haber infringido el deber ético regulado en el art. 5 letra e) LEG. 

iii En los fs. 113 y 114 del expcdicncc administrativo -y correspondientes al primer 

acroimpugnado- se describe la prueba aportada y que füe objeto de valoración por el TEG 

-en su rotaJidad prueba documental- y, además, se dejó constancfo c¡uc la documentación 

agregada a los fs. 33, 42, 81 al 93 y 94 al 96, todos del expediente administrativo, 11oji1e olyc1t1 

de 11oloradó11por110 es/ar 11i11c11/ada tYJ11 el ol!J"elo del pmcedimimto, p(Jr 110 .rtr idó11ea o por c'tlrecer de 11tilitltlfl 

para acredilar los hechos q11e se di/r1ddt1ba11 e11 la decisió11. :\1 revisar el contenido de los docümentos 

incorporados en tales folios~ se ha verificado que ninguno de ellos consiste en las entrevistas 

tomadas por el instructor a los señores··········· •••••••••• 

a 

·-----·y--•••••• prcsidcncc y conscjnJcs del CNJ, respectivamcnt·c. 

Ahora bien, del contenido de) segundo acto impugnado -de fecha 2-07 ~2018-, 

agregado de fs. 131 al 137 del expediente administrativo, consra que la autoridad demandada 

adujo que: "la proposición y recolección de Ja prueba realizada por el órgano instructor no 

es vinculante de manera automática para el Pleno del Tribunal -órgano dccisor- pues previo 

a determinar el peso que pueda tener un medio de prueba debe realizarse un juicio ele 

admisibilidad de todos los medios probatorios propuestos conforme a los requisitos de 

licitud, pertinencia, necesidad }1 utilidad, en relación al objeto de prueba que se pretende 

probar [ ... ]. Dentro de las diligencias de invcsrigación del proccdimienm, el imarucror 

recabada, no fue necesario para el instructor ofrecer prueba testimonial, ni para este tribunal 

ordenar la práctica de dicho medio de prueba. De igual manera, no fucmn propuestos 

testigos por parte de la licenciada . Finíllmcntc, es preciso 

aclarar[ ... J que las entrevistas no constituyen prueba testimonial, sino que estas tienen como 

finalidad apreciar el conocimiento de los hechos objcro de investigacíón que tienen las 

personas cntrevisradas, a fin de determinar la pertinencia, ucilidad y ncccsaricdad que 

permitan el llamado de las mismas como ccstigos [ ... J En este sentido, debe aclnrnrsc [ ... J 

que las entrevistas realizadas por el ínstn1ctor delegado por este tribunal no consrituycn 

prueba dentro del prcscnrc proccdimicnm, de ahí que no fueron objeto de valoración ... ". 
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De acuerdo con lo afirmado anteriormente, se constata·qµe la autoridad demandada, 

desde el inicio del procedimiento sancionador, brindó a la demandante la posibilidad de 

pronunciarse y de ejercer su derecho de defensa respecto de. los hechos e infracciones que 

se le atribuían, pues le informó de su inicio y se le notificó el auto mediante el cual se aperturó 

el plazo probatorio, decisión en la cu~ también, se dejó constancia de que el instructor fue 

comisionado para entrevistar personas que tuvieran .conocimiento sobre los hechos 

investigados. Además, se ha constatado que la demandante intervino en cada una de lns 

etapas del procedimiento, aunque, independientemente ·de los motivos por los que decidió 

no hacerlo, omitió ofertar prueba alguna. De igual manera, se ha constatado que se le 

concedió plazo para que prescnta1-a sus alegaciones respecto de•las pruebas que obraban en 

el expediente administrativo, pero tampoco se pronunció sobre ellas.en el escrito de fecha 

09-05-2018. 

En virtud de lo indicado, se ha comprobado que el TEG. en la resolución de 11-06-

2018 -primer acto impugnndo-, brindó sin lugar a dudas todas las posibilidades a la 

demandante para que ejerciera .su defensa, aportara las pruebas que a su consideración 

estimara convenientes para comprobar sus afirmaciones -de querer hacerlo- y también le 

posibilitó contradecir aquélla que fue agregada al expediente administrativo y que sirvió de 

base para emitir aquélla decisión. 

Ahora bien, se ha acreditado que el TEG, como lo afirma la parte actora, valoró la 

prueba documental descrita en el Considei:ando IV de la mencionada resolución y no emitió 

pronunciamiento sobre las entrevistas tealizadas a los señores 

····y········••I presidente y conscjales del CNJ, respectivamente, 
ya fuera valorándolas como prueba o señalando las causns;por las cuales omitió su valornción. 

Sin embargo, en ln .resolución de 2-07-2018 -segundo acto impugnado-, la. autoridad 

demandada sí esgrimió argumentos vinculado con lo anterior, espedficamentc, indicó .que el 

instructor no consideró necesario ofrecer prueba testimonial ni para el TEG fue necesario 

ordenar la práctica de dicha prueba. Además, aclaró que las entrevistas no son prueba 

cestimonial, por eso no fueron valoradas, sino que tenían como finalidad apreciar el 

conocimiento de los hechos objeto de investigación, con. el. fin de determina~ Sl,l pertinencia, 

utilidad y ncccsaricdad, pero que, a partir del informe .del instructor, se consideró que era 

innecesario llevar a cnbo la audiencia probatoria. 

Desde esa perspectiva, el TEG -en los actos impugnados- sí ha.e.xpucsto argumentos 

por los cuales no valoró parte de la prueba documental y las entrevistas y expresó las causas 

por las cuales estimó innecesario realizar audiencia para recib~ el testimonio de fas personas 

cntrc\•isrodas. En ese orden de ideas, fo citnción de In pnrtc actora pnra garantizar su 
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/ -compan.:ccncia ;1 las entrevistas llevadas a cabo po r el inscructor hubiera sido necesaria de 

haberse comprendido aquéllas como prueba testimonia l, es d ecir, de haberse recibido su 

restimonio mediante la citación que regula el are. 35 inc. 1° LEG y anee los miembros que 

conforman el TEG. 

En efccro, la prueha restimonial debe ser practicacb ante una au toridad juris<liccional 

o administrntiva, en virtud de median te cl1;1 , alguien ajeno al proccso o proccclimiemo hace 

una declaración curo o bjcto es la reconscwcción histótica de hechos que han ocurrido nntes 

)' guc cl testigo conoce o gue ha adguirido por sus pmpim sentidos. Dicha prucba, p;ira 4ue 

adguiera eficacia, reguierc ser controlada por medio del conLradic rorio por las parres 

interesadas, en la medida que al tener ral calidad podría constirnir la base par:i b d ecisión c¡ue 

se emirn. 

Sin embargo, en el presente caso, las entrevistas realiznclns, r:1l como lo :1firmó el T EG 

en el segundo acta impugnado, no adgmricron la calidad d e prueba testimonial, pues aq uéllas 

no se tindieron cumpliendo con los regu isiros parn ello, cs d ecir, no se verificó una cirnción 

para una diligencia quc tuviera esa fin:ilidad, donde se garantiznr:i a las parres la posibilidad 

de controlar su producción. J\dcm:ís, dicho tribunal consideró gue aquélla no cm ncccsaria 

parn comprobar el rema de debate en el caso sometido a su conocimienro. En efecto, 

conforme a la ,•alornción de la prueba cestimoni:1l producida cn la audiencia única llue se 

realizó en el Considerando V.2.c de estn sentencia - y q ue es coincidenre con una de las 

personas entrevistas po r el instructor dentro del procedimiento-y conformc a bs enrrevisrns 

agregas al expediente administrativo, este juzgado considern que dicho medio probatorio , en 

el supuesro de haberse verificado durante el procedimiento administrntivo s:111cionadnr, no 

hubiera modificado el sentido de !ns decisiones pronunciadas por el TEG el 11-06-2018 y el 

2-07-2018, en la medida que po r la narurale?.a ele la excusa como mecanismo para garamizar 

la imp:ircialidad en la roma de decisiones y en arención a la normatirn aplicable al caso, dichos 

testimonios carecen de la fiabilidad su ficien te p:tra modificar o desvanecer el conn:nido y 

valor probatorio con fe rielo a la prueba documental, en particular, las acras ele las sesiones 19-

2012)r 15-2014. 

De igual manera, se ha verificado 'Iuc la parte actora en sus alegaciones finales no 

pn:sencó argumenro alguno relacionado con el informe del instructor, a pesar d e quc ruvn la 

posibilidad de hacerlo al haber sido notificada de la resolución que le brinde'> el rraslado 

respectivo. 

Asimismo, se h:i comprobado que cierramenre el TEG afirmó en el segundo acto 

impugnado que la pnte actorn no solicitó la producción de prueba testimonial, pero con 

dicha :iscvernción no se le trnslndó la cnrga de probar y, adcm:is, no fuc cl único 

planteamiento con el cual la mencionada autoridad justificó la no realización de la a11dic11cia 
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prevista en el art. 35 LEG. En efecto, también advirti6 lninnecesariedad de producirla debido 

a que, a su consideración, Ja prueba idónea para probar el tipo de infracción discutida en el 

caso era la documental. 

En ese orden, del contenido de los actos impugnados tampoco se ha constatado que 

al instructor del procedimiento se le hayan conferido atribuciones para recibir entrevistas 

como prueba testimonial, bajo lns reglas previstas en el art. 35 LEG, según se desprende del 

contenido de la resolución de 27-10-2017, pronunciada por el TEG, motivo por el cual 

tampoco se ha acreditado que hayan existido "entrevistas ocultas'\ en tanto que se le hizo 

saber a la demandante que estas se llevarían a cabo y también se le dio acceso al expediente 

administrativo previo a la emisión de la decisión final. 

Aunado a lo anterior, si bien la resolución de 11-06-2018 -primer acto impugnado­

no contiene pronunciamiento alguno sobre las entrevistas realizadas por el instructor -

indicando por qué se valoran o por qué se omite su valoración-, con ello no se ha,causado 

una afccmción en los derechos de la demandante, toda vez que con lo argumentado en la 

resolución de 2-07-2018 ..:segundo acto impugnado-, se convalida una eventual ir.tegularidad. 

Y es que, en esta última decisión se plasmaron los argumentos que llevaron al TEG a no 

valorar las entrevistas ni a llamar a las personas entrevistadas a rendir testimonio conforme 

al art. 35 LEG. 

Finalmente, la demandante adujo que el plazo de tres días que se le concedió para 

verificar el expediente administrativo era demasiado corto para ejercer su defensa; :debido a 

que no tuvo el tiempo suficiente para tramitar su permiso y consultar el expedierite durante 

su jornada laboral. Sin embargo, no consta en los escritos que presentó ante el TEG que 

dicha circunstancia le hubiese impedido o restringido el ejercicio de su derecho de defensa y 

tampoco ante este juzgado se expusieron las causas por las· que dicho términos habría 

contribuido a su vulneración; contrario a ello, se advierte que con dicha oportunidad se 

potenció el acceso a las diligencias recabadas en el procedimiento. por lo que corre a cargo 

del interesado hacer uso o no del ttaslado conferido~ No hacerlo, .entonces, impide eyaluar 

el comporcnmiento que pudiera haber tenido la autoridad respectiva ante cualquier eventual 

solicitud. 

En atención a lo anterior, se concluye que los actos impugnados, confo~P.1C a los 

planteamientos realizados por la parte accora en este punto de su reclamo, no han, generado 

un daño o defecto de gravedad cal que vuelva los actos impugnados nulos de pleno derecho, 

pues con las pruebas ofertadas se ha conscncndo que no se generó una afectación del derecho 

de defensa de la demandante, motivo por el cual no existe. la ilegalidad advertida p~da parte 

actorn ni tampoco una vulneración de los arts. 47 y 48 letra b) LEG y 92 inc. 3º.RLEG. En 

con:sccucncin, debe ácnslimar.se r:sle p1111/o ckl ~,·/a1110 pla11/caáo. 
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5. Tercer y cuarto fundamentos jurídicos. Vulneración a los c.lcrechos de 

audiencia, defensa y principio de contradicción. t\rt. 11 Cn., 1 y 4 CPCM e infracciém nl art. 

35 LEG, en relación con el art. 10 CPCM. 

A. La parte actora, en estos extremos de su reclamo, expone ciertos argumentos 

coincidentes con los abordados en el apartado que antecede. 

Marúficsta que, por medio de la resolución de 07-05-2018 el TEG concedió a la 

demandante el plazo de tres días hábiles para que presentara sus alegaciones rcspccro de la 

prueba c1uc obrnbn en el expediente y, además, le indicó c¡uc podía apersonarse a verificarla 

en cualquier momento; pero al notificarle dicha resolución no adjuntaron copia ele ningún 

medio probatorio recabado por el inscrucmr ni mucho menos detallaron la prueba 

recolectada por el instructor en Ja resolución cirada. 

Por tal razón, al evacuar el traslado de alegatos se limitó a reiterar su inocencia, 

explicando cómo habían ocurrido los hechos, aclarando que en las sesiones de fcchns 16-05-

2012 y 23~04~2014, no solo se discutieron los puntos en los cuales se encontraba rclacionudo 

su sobrino, sino que también se conocieron otros remas y esa es la razón por la cual obra su 

firma en dichas acms; además, los puntos que le favorecían n su sobrino habían sic.lo comados 

por mayoría y no por unanimidad, debido a que se excusó verbalmente en <.lichas sesiones 

de conocer y como consecuencia de ello se abstuvo de votar. 

En tal virtud, c.lcsconocía la prueba que había rccabndo el instrnctor -sobre co<.lo <le 

las dcclarncioncs de los testigos a su favor, los cuales dcliberadamcncc fueron omiúdos al 

valomr In prneba, no obstnnte hnbcr sido ofrecido por el instructor en su informe-, y ya c¡uc 

el plazo cm cono y no se le envió copia de la prueba obtenida, no ofreció medios de prueba, 

en primer lugar, debido a que los alegatos no es el momento procesal oportuno parn ofrecer 

prueba; y en segundo lugar, como funcionari:i pública tiene un horario que cumplir dentrn 

de su despacho judicial, por tanto, en esos rrcs días no [ll\'O el tien1po parn comparecer a 

verificar la pmcba en las insrnlaciones del TEG r solicitar el permiso respectivo ant"c la Corte 

Suprema de .Justicia para realizar dicha diligencia, por lo que, considera que el TEG debió 

haber enviado copia ínccgra de roda la prueba recabada por el imnructor y ni no hacerlo 

violentó el derecho de defensa, contradicción y audiencia de su rcprcscnrada, ya c¡uc la misma 

no tuvo la oportunidad de verificar la prueba c1uc existía a su f:l\'or )' en su conrra. 

Es oportuno señalar que en codo el actuar del investigador, no :1parccc el 

señalamiento para tomar declaraciones de los rcstigos, ni mucho menos la noti ficacíón a su 

patrocinada de esos acros procesales; es decir, no ruvo ésta la oporrunidad de repreguntar a 

los testigos, de fiscalizar la prueba, y con ese actuar se violenta el derecho clemcncal de 

audiencia y defensa en juicio. 
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Además, si del texto de las actas 19-2012 de. fecha 16-05-2012 y 15-2014 del 23-04-

2014, ambas del Pleno del CNJ, no se puede obtener que la licenciada •••••• 

como Conseja! del CNJ, haya tomado parte. o . haya 

intercedido o mediado por su sobrino licenciado ••••••••••••• , resulta 

imposible sancionarla por el cumplimiento al deber ético que refirió el legislador en el are. 5 

letra e) LEG. 

Aunado a ello, afirma que no se realizó audiencia probatoria debido a que no. fue 

solicitada por su mandante ni por el instructor, ni se solicitó prueba testimonial, y que ellos 

como Tribunal no la consideraron necesaria, por tanto su representada al desconocer que se 
f 

habían interrogado a testigos no propuso la realización de audiencia probatoria, en 

consecuencia, los actos administrativos impugnados son ilegales por haber violado el 

derecho de audiencia, defensa y contradicción para su emisión. 

Finalmente, adujo que el TEG tiene la obligación de aplicar la inmedinción<y que la 

falta de valoración de la prueba testimonial ha traído como consecuencia una defectuosa 

apreciación de los hechos que, a criterio del TEG, están acreditados. 

B. La nutoridad demandada manifestó que al aperrurar el · ·procedimiento 

administrativo sancionador se ·concedió a la licenciada ·el 

plazo de cinco días hábiles, contados a partir del siguiente al de la notificación -la cual ocuaió 

el din 19-04-2017, para que ejerciera su derecho de defensa respecto del hecho y las 

infrncciones que se le atribuían; encregándosele copia íntegra de toda la documentación 

contenida en el expediente administrativo identificado con,referencia 44-A-16. · 

Además, se le indicó que .su defensa podía ejercerla personalmente; en su calidad de 

abogada; o bien, contratar los servicios de un abogado particular o público, pam tal efecto, 

la licenciada •••••••••••• ejerció personalmente su derecho de defensa 

dentro del plazo concedido, según consta a fs. 20 del e:cpedienre .administrativo. 

De conformidad ni art. 34 inc. 2° y 35 incs .. 1° .y 3° LEG .y 88 inc. 1° lU,.EG, .el 

Tribunal continuó con el procedimiento, disponiendo qel pfazo de 20. días para recoge,r las 

pruebas pertinentes, n fin de esclarecer, determinar, y comprobar los hechos investigados, 

para lo cual comisionó a un instructor. Dicho plazo. de 20 días, también habilité> a .los 

intervinientes, para ofrecer y presentar la prueba que_ cs,tiplar?n. necesaria, pcrtinei:ice. y úpl; 

lo cual fue debidamente notificado a la licenciada en ta 

respectiva acta agregada a fs. 23 del expediente administrativo. 

Al concluir el periodo de prueba se ruvo por. agregado el informe dcl)J?strUctor 

delegado por el Tribunal, mediante el cual incorporó element9s _pr?ba~Qri9s y, n~tes de emitir 

un pro11Unciamiento, parn potenciar el debido proceso, el dcrecl~o de defensa y I.a .~~nda 

de nudicncin y de conformidad con lo dispuesto en los nrts. 68 y 95 inc. 2º IU.EG, concedi6 
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a la liccnciada·········••lel plazo de tres días hábiles pnra que prescntnrn 

las alegaciones que estimara convenientes, respecto de la prueba que obraba en el cxpcdicncc 

administrativo, habilitando que fuera verificada en cualquier momento; según consta en auto 

del 7-05-2018, agregado a fs. 101 del expediente administrativo. 

Notificada que fue la licenciada del auto referido, 

consta que ejerció su derecho de defensa con la presentación de cscrico agregado u fa. l 03, 

en el cual expresó no haber incurrido en ninguna falta a la ética, y solicitó "se declare sin 

lugar la denuncia f ... ] y se archiven las prescnccs diligencias". En el contexto descrito, queda 

fuera de lugar aseverar que el ejercicio de la defensa no fue pleno y <1uc la cnronces 

investigada desconocía la pnteba recabada por el insr.ructor. 

En ese sentido, se respetó el derecho a ser notificada, a acceder al cxpcdiemc, a rcfurnr 

los c:lrgos imputados, a exponer argumentos, a presentar alcg:uos, a ofrecer y a producir 

pruebas, así como a obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por 

autoridad competente; y, a impugnar las decisiones CJUC la afectaron. 

En el cmm particular, cal como se precisó en la resolución del recurso de 

reconsideradón, la licenciada realizó incen·cnciones <.JUC han 

brarantizado su derecho de audiencia y defensa en el proccdimienr.o adminisrr:ui,·o 

sancionatorio con referencia 44-A-16, de acuerdo al disc1io proccdimcnral establecido en 1:1 

LEG r el IU .. EG, dejando constancia de cales intervenciones, según el clcrallc siguicncc: (a) 

mcdiancc cscdto <le fs. 20 hizo uso del pla?.o otorgado por el arr. 34 inc. 1° LEG; 0.>) habiendo 

sido notificada del inicio del plazo probatorio, ejerció su derecho optando por no prcsencar 

prueba alguna; (c) no se realizó audiencia probatoria, dado que ninguno de los incervinientcs 

ni el instructor propusieron prueba testimonial el Tribunal no advirtió la ncccsída<l de 

ordenar su práctica; y (d) mediante escrito de fs. 103, se contescc> el rraslado otorgado luego 

de obtenida la prueba. 

En conclusión, el diseño procedimcmal que contiene la LEG y RLEG, permite la 

efectiva garantía de derecho de audiencia y defensa, y la licenciada ••••••••• 

•••• hizo uso, conforme propia disposición, de los mecanismos previstos para 

ejercerlos, en tanto el Tribunal dio estricto cumplimiento a los términos legales para propiciar 

el ejercicio ele los mismos. También, con forme al art. 35 LEG, el instructor del 

procedimiento puede realizar actividades de investigación y recolección e.le pruebas, en 

atención a la escrucrura del procedimiento. 

C. Análisis de los ñmdnmcntos jurídicos descritos. 

u. En la Sentencia de 12-11-2010, emitida en el proceso de lnc. 40-2009/41-2009, la 

Sala de lo Consárucional sostuvo que con el concepto tic debido p111cm1 o pmi·cso 

L"o1111i111t1'o1u1/n1e111~ 'YJ1'.fi._(111t1do se 'luicrc hacer alusión a un proceso cquitaci\'o, rcspcmosn a los 
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derechos fundamentales de los sujetos partícipes, que agrupa y se,desd"ol;>la en un haz de 

garantías que cobran vigencia en todos los órdenes jurisdiccionales y en las diferentes etapas 

de un proceso. 

En ese sentido, conforme nl art. 11 Cn., la privación de derechos -para ser- válida 

jurídicamente- necesariamente debe ser precedida de un proceso seguido conforme a la ley. 

Este derecho de a11die11da -afirma dicha Sala- se trnduce en la exigencia constitucional de que 

roda limicación a las posibilidades de ejercer un derecho sea precedida del proceso que para 

el caso concreto el ordenamiento jurídico prevé, el cual deberá hacerse del conocimiento de 

todos los intervinientes y darles a éscos la posibilidad real de exponer sus razonamientos y 

de defender sus derechos de manera plena y amplia y, además, en el mismo, ,deberán 

cumplirse todas aquellas formalidades esenciales que tiendan a asegurar la efectividad del 

derecho de audiencia. 

Además, dicha Sala sosntvo en Ja misma sentencia que el derecho de audiencia no 

sólo comporta la existencia de un proceso o procedimiento previo sino ta~bién el 

cumplimiento irrestricto de los actos de comunicación procesal, que son fa herramienta que 

facilita el conocimiento de las partes sobre lo que en el proceso está ocurriendo. En ese 

sentido, los actos de comunicación (notificaciones, citaciones) constituyen manifestaciones 

del derecho de audiencia en cuanto que posibilitan la intervención de las partes en los 

procesos jurisdiccionales o en los procedimientos administrativos, para defender sus 

derechos o intereses garnntizando el principio de conttadicción y bilateralidad. 

Por su parte, el derecho de audiencia vincula tanto al juzgador como ni legislador, al 

primero para que realice debidamente los actos de comunicación, y al segundo, para que al 

emitir In norma base para el proceso previo, concemple en él las referidas comunicaciones. 

No obstante, a diferencia de 1n gamntía de audiencia, el derecho. de deftn1a (Art. 12 Cn;) :tiene 

un arraigo más limitado en la medida que únicamente se manifiesta ante la configuración de 

una co11/ia11da Jo11de exir/a la 11casidad Je a1grñr elen1t11los lende11(es al deswneá111imlo de los alegatos 

li1coado1 por la. t0n1tr1parle. El ejercicio del derecho de. def~11sa imp~ca. las p()Sibill~~~e,s de 

participar en un proceso informado por el principio de contradicción, en que. las.:p~rtes 

puedan ser oídas en igualdad y utilizar las pruebas pertinentes en su defensa, de moe:lo que 

no se les impida aproximar al juez el material probatorio que .considere pertinent~,p_ara su 

defensa. 

Esta acth.-idad procesal de parte viene encauzada por las reglas del proceso y se 

corresponde con In obligación del juez de procurar su regular, desenyolvimiento, de modo 

que no se genere indefensión en ninguna de sus fases y para ninguna ~e las ,parte~. De esta 

definición puede colegirse que el derecho de defensa lleva ínsito la ig11aldad de u1111a1 y el d,encho 

ti 111iliz.ar lo.r n1etlio.r de pmeba perli11m11.1. 
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b. La pnrcc actora aduce c1ue al notificarse la resolución de 7-05-2018 no se le entregó 

copia de ningún medio probatorio recabado y que estos no fueron detallados por el TEG en 

dicho proveído. 1\l revisar el expediente administrativo, en pnrticuhir el acrn de notificacíón 

que le coi;respondc a la mencionada resolución, se constata que fue cntrcgndu a la 

demandante imicamente copia de la resolución de 7-05-2018. Sin embargo, se ha verificado 

que ln parte actora tuvo conocimiento de Ja decisión mediante la cual se apercuró a pruebas 

el procedimiento administrativo sancionador y de la decisión mediante la cual se le brindó la 

oportunidad de tener acceso a la documentación obtenida en el proccdimicnco 

administrativo sancionador; en consecuencia, se ha demostrado que el TEG puso a 

disposición de la parte demandante dicha documentación .a fin de c1uc verificara y se 

pronunciara en relación con la prueba que obraba en expediente; sin embargo. tal como la 

misma parte actora lo señaló, no presentó argumentos vinculndos con ac¡uéUos documentos. 

Con .respecto a la falta de entrega de copias de todas las pruebas que fueron agregadas 

al expediente administrativo, tal circunstancia, por sí misma no es susceptible de generar una 

afectación en los derechos de audiencia y defensa ni del principio de contradicción de l:i 

demandante, en la medida que, se insiste, el TEG le brindó la oportunidad de pronunciarse 

sobre lo agregado en aquél, motivo por el cual no puede comprenderse que el citado tribunal, 

al no entregar las citadas copias, restringió o limitó su facultad para evaluarlas. 

En cuanto a la falca de señalamiento de audiencia para tomar declaraciones de los 

testigos, la consecuente imposibilidad de rcpreguntarles y el hecho de que las entrevistas, a 

consideración <le la parce actora, constituyen prueba testimonial, csrc juzgado ya se 

pronunció en los apartados precedentes. Ahora bien, la parte actora aduce que desconocía 

las cni:revistas realizadas y que por ese motivo no propui;o Ja realfaación de audiencia 

probatoria. Al respecto, debe recalcarse que, por un lado, el TEG mediante la resolución de 

27-10-2017 sí anunció que el instnictor tomaría entrevistas y, por otm lado, una vez 

realizadas e inco11)orndas ni expediente, fueron puestas a disposición de la demandante, pero 

no hay constancia de que haya hecho uso de la oportunidad conferida para pronunciarse de 

su contenido. Sobre csce (1ltimo punto, tal como se afünió en el Considcrnndo V .4.C de csrn 

scntcrtcia1 se reitera que no cxisi:c evidencia alguna 'JUC demuestre que el término de tres días 

otorgado a la parte actorn por el TEG para que expusiera sus alegaciones en relación con las 

aludidas pruebas le causara una limitación o restricción en el ejercicio de sus derechos, en la 

medida que, aun y cuando no prescmó argumentos sobre mies pruebas, se ha demostrado 

que sí hizo uso del traslado conferido . .-\demás, tampoco consta 'luc se haya planteado al 

·n~G, ní se alegó en el presente proceso alguna causa comprobable -por ejemplo, caso 

forntito o fuerza mayor- que indicara In imposibilidad <le comparecer en el cirado término a 

revisar la documentación ames mencionada. 
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Finalmence, la afirmación realizada por la demandante,.cn el sentido de que hay una 

defectuosa apreciación de los hechos que el TEG ha tenido por acreditados, debido a la falta 

de valoración de la prueba, en particular, de la testimonial, se advierte que en la demanda no 

se ha planteado argumento que indique en qué consiste esa falta de valoración, es decir; qué 

regla aplicable a la sana critica fue incorrectamcnre aplicada por el TEG en el análisis 

probacorio que realizó. Aunado a ello, en atención a lo señalado en el Considerando V.4.C 

de esta sentencia, se insiste que, a criterio de este juzgado, las entrevistas realizada~ por el 

instructor del procedimiento no adquirieron la calidad de prueba testimonial ni documental 

ni fue valorada por el TEG como tal. En tal virtud, se reitera que aun y cuando esta hubiera 

sido producida en el procedimiento, el sentido de la decisión emitida por el mencionado 

tribunal no hubiera variado, en la medida que la hipótesis que se pretendía sostener con los 

testigos no ha tenido ningún elemento probacorio que la corrobore, cuando si lo ha tenido 

la prueba documental que valorada por el TEG y agregada al e.xpediente administrativo. 

Además, Ja naturaleza propia de la excusa, como se ha indicado, requiere que exista evidencia 

de ella. 

En atención a lo expuesto, se concluye que el TEG no vulneró los derechos de 

audiencia, defensa ni el principio de contradicción, arts. lLCn., 1 y 4 CPCM, ni incurrió en 

infracción al art. 35 LEG en .relación con el art. 10 CPCM; en consecuencia, deberá desestin1arst 

u/ns p1111/os del ndonio p/a11teado por la parte at:lora. 

6. Quinto fundamento jurldlco. vulneración del are. 87 letras e) y el) RLEG. 

A. La pane accom argumenta que el instructor no recabó la prueba necesaria, para 

buscar la verdad material, porque de haber sido así, se hubiera probado que todas.las actas 

que se levantan en las sesiones de pleno del CNJ no copsignan las excusas, sino. que se 

realizan verbalmente en el pleno y consecuentemente el Consejal se abstiene de votar en los 

punto!\ en los que se excusó, asimismo, hubiera probado que aunque no voten ~od.:>s los 

conscjales, siempre firman los _que esruvicr:on .presc.n.~e~ .,en ,la sesión, es deciLs~cmPre 

estampan su. fumn de forma general, no se ha utilizado.e1 mecanismo de establecer e~ cada 

punto los nombres de los Consejales que han aprobado dicho punto, sino que únicaqiente 

se establece en cada punto si los votos han sido por mayoría() por unanimidad, que,fuC lo 

que ocurrió en el presente caso. 

J\unque la licenciada ••••••••••••••• 

verbalmente ante el Pleno y como consecuencia de ellos~ abstuvo de :votar en loSJ:>u_ntos 

donde podría haber resultado beneficiado su sobrino, sie[llpre firmó el acta ,de dicha., sesión, 

pero no porque haya votado a favor o en contra de su sobrino, sino por la simple razó,n que 
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ella sí intervino en los demás puntos de la sesión, por tanto, no se traca de un hecho aislado 

o malicioso, sino que simplemente esa ha sido la forma de elaborar las accas en el CNJ. 

Por otra parce, en el informe final el instructor hace una recomendación a los miembros 

del TEG de que, a su vez, sugieran a los miembros del pleno del CNJ que los acuerdos de 

las sesiones que sean adoptados por mayoáa y se re1acionc con cxaccitud los nombres de los 

Consejales que habáan concurrido con su voto, es decir, el instmctor reconoce que csrc no 

es un caso aislado, que todas las actas que levanta el Pleno del CNJ se redactan de esa forma 

y es por eso que elabora la recomendación citada, sin embargo no aportó como prueba otras 

actas del Pleno del CNJ para robustecer dicho comporcamienco, porque al lrncerlo se vería 

beneficiada la demandante y el TEG. debe buscar la verdad material de los hechos 

denunciados y no solo tomar en cuenta los aspectos que perjudican a los scrviúorcs püblicos. 

Respecto a la violación del art. 87 letra e) RLEG, afirma que el instnictor en su informe 

no propone al Tribunal CJUC cite a declarar a Jos Conscjalcs que part.iciparon en las <los 

sesiones plenarias invcsti~ldas y a su respectivo secretario, no obsrnncc cenc1· 1:clación con 

los hechos denunciados. Sin embargo, en el presente caso sí procedía <¡uc el instrucror 

propusiera al Tribunal que citara a los Consejales que intervinieron en las dos sesiones 

investigadas y a su respectivo secretario porc1uc era evidente cp.1c los mismos rcninn rclacié>n 

con los hechos investigados al haber participado en ellos, y sobre codo lJUC con las 

"entrevistas a Consejalcs". que realizó el instrucmr se adviene c¡uc su represen rada si se 

excusó de conocer sobre los puntos en los que se encontraba relacionado su sobrino, 

cumpliendo con su deber ético, lo cual puede verificar con el expediente adminisrrnrivo. 

Aunado a ello, afirma que el informe del investigador o instruccor, csrá fechado el día 

14-12-2017, el término probatorio comenzó el día 16-11-2017, siendo que los díns se cucnran 

hábiles, el término probatorio concluyó el 14-12-2017, es decir el mismo dí:i de cncrcga de 

su informe. Así, en atención a lo prescrito por el art. 35 inc. 1° y 3° J.EG, esas cntrcvisra!' 

forman prueba testimonial (aunque no pierden su ilicin1d), c¡ue fue obtenida ilícit:tmente pues 

no se le dio a la investigada ln más mínima posibilidad de fiscalizar esa prueba, pues no se 

señaló lugar, día y hora, para obtenerla, y mucho menos le notificó <le c¡uc se proccdcrÍ:l a :;u 

obtención; lo más visible en lo ilegal de ese procedimiento, es que si esrnba concluiúo el 

término probatorio ese día 14-12-2017, y la investigación ya había concluido, y no pronunció 

el TEG una resolución ampliando el plazo, csro en aplicación del arr. 34 inc. 2°; el TEG 

debió valorar la prueba en su conjunto, como se lo ordenan los arrs. 35 inc. final, arr. 217 

inc. 4° y 416 CPCM. 

Además, el ·n:;:G no cumplió con su finalidad de buscar la verdad material ele los 

hechos, en el sentido que determinan que su mandante cometió la infracción admínístr1iti,·a 

por el simple hecho de que no cumplió con los requisitas formales c~rnblecidos en los ans. 
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19 y 20 de la LCNJ, sin embargo, ella mateáalmentc sí se abstuvo de particip~r en la 

deliberación y votación de los puntos de acta en donde su sobrino se podía vet beneficiado, 

en consecuencia, no cometió la infracción administrativa que se le imputa; hecho que se ve 

refou.ado por la declaración de .los testigos. 

De igual forma, su representada goza del principio antiformalisca, por tanto, aunque 

no haya realizado las formalidades establecidas en los arts; 19 y 20 LCNJ, no significa que 

no haya cumplido con la finalidad de la nocma -que es que se abstenga del conocinúento y 

votación en aquellos casos que pueda obrar de forma parcial o en beneficio de.sus familiares­

•pues como ya ha quedado probado por medio de los testimonios que obran en el expediente 

administrativo, su mandante no participó en la deliberación, ni en la votación de:los puntos 

en donde se incluía a su sobrino, pues realizó una excusa verbal. 

Además, si bien es cierto en las actas no se hizo constar la abstención verbal que realizó 

su mandante, ello fue así debido a que en el CNJ nunca se hacía constar en elactndichos 

aspectos. 

Así, el incumplimiento de los requisitos formales establecidos en los arrs. 19y-20 de,la 

LCNJ, no traen como consecuencia jurídica una sanción según dicha ley; y siendo que en el 

art. 5 letra c) de la LEG, se establece que el deber ético es ~'Excusarse. de Jnte1venir o 

participar ( ... )", sin establecer la forma en que deba hacerse, es que considera que su 

mandante si cumplió con su deber ético de excusarse de cc:>nocer, ya que lo hizo,de.forma 

verbal y materialmente, por tanto, la sanción impuesta es ilegal, ya que la norma que establece 

ln infracción administrativa no regula la forma en que deba realizarse. la excusa~ sino 

únicamente que debe realizarse, y siendo que es una norma de carácter adminit;trativo, la 

misma esa\ sujeta al principio de reserva de ley y que la interpretación analógka en la 

configu1-ación del tipo -hecho constitutivo de infracción- .está prohibida, por lo, que su 

representada no debió ser sancionada. 

B. La autoridad demandada sobre la aplicación de 19 dh¡pucsto en las letras c) y d) del 

art. 87 del IU.EG manifestó que, para el caso particular, la normativa que regía la ~ctuación 

de la licenciad como Consc:ja~ Propieta~a ,d~l CNJ 

durante el período investigado, en especifico, los arts. 19 y 20 LCNJ, le obliga a excusarse y 

no simplemente a abstenerse materia.lmentc de votar. 

Asimismo, el are. t 8 del Reglamento de la LCNJ rcgul~ el deber de l~antar actas p.or 

cada sesi6n del Pleno y el contenido de las mismas, debiendo hacer énfasis que eJ: inc., 3º. de 

In disposición aludida establece: "( ... ) también debetán constar en neta las. excusas, 

impedimentos y las abstenciones a que se refiere el inc. segundo del art. 20 de la ley''. 

En tal sentido, resulta claro para el Tribunal que la prucl;>a idónea para comprobar la 
. ( . :. . : ' ' : ' . : ', . ~ '. .. , ~ ' 

intervención o pnrticipnción de In licencindn en la toma de los 
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acuerdos como Conscjal Propicmria del CNJ, en los puntos número nueve del acta de sesión 

19·2012 de fecha 16-05-2012 y número cinco del acta de sesión 15-2014 de fecha 23-04-

2014, se conforma jusmmcntc por dichas accns. 

El Tribunal pronunció resolución final, en el procedimiento ndminismuivo 

sancionador tramitado en contra de la licenciada con base en 

la prueba lídra, idónea y úál, de acuerdo a los cánones establecidos en el ordcnamicnro 

jurídico. Prueba que fue agregada debida y oportunamente por el instruccor delegado por el 

TEG para la investigación y recolección de la prueba. 

En lo que respecta a la vulneración de la letra d) del arr. 87 RLEG, el demandante 

asegura que el instructor debió proponer al Tribunal que cirnra a declarar como ccstigos, a 

los Conscjalcs que in tcrvinieron las sesiones del Pleno del CNJ, relacionadas ex tmle. 

Ciertamente, entre las diligencias de im•esógación realizadas por el insm1ctor, se 

entrevistó n señores Consejalcs del Pleno del CNJ; sin embargo, dada la contundencia de la 

prueba documental recabada, el inscructor no considero necesario ofrecer dicho medio de 

prueba al Tribunal; así como tampoco lo hizo en su oportunidad la abogada ••••• 

Además, el Tribunal expuso en ln resolución del recurso de rcconsidernción, que las 

cncrcvistas realizadas por el instructor no constituyeron pmcba documental, sino c¡uc su 

finalidad fue la de apreciar el conocimiento de los hechos objeto de investigación que 

tuvieron las personas entrevistadas, a fin de determinar la pertinencia, utilidad y ncccsariedad 

del llamado de las mismas. 

C. Anáfisis del fundamento jurídico planteado. 

La parte actorn, en este punto de su reclamo, reitera el hecho de que, a su 

consideración, las encrevistas constituyen prueba testimonial y de que el art. 5 lctrn e) LEG 

no regula la manera en ciue debe hacerse constar una excusa. Sin embargo, tales n firmaciones 

ya fueron objeto de pronunciamiento en los apartados que anteceden, por lo que ~e omitirá 

realizar argumentos al respecto. 

;1. Ahora bien, en este apartado, pese a que In parte nctorn Jo vincula únicamente con 

la infracción al art. 87 letras c) }' d) IU~EG, sostiene el TEG no recabó la pnacba necesaria 

para buscar la verdad material, en Ja medida que, de haberlo hecho, se hubiera establecido 

que todas las actas que se levantan en las sesiones de Pleno del CN.J no consignan cxcus:is, 

sino que solo se hacen verbalmente y que, aunque no vorcn todos, siempre firman los que 

estuvieron presentes. 

En relación con ello, Ja scnrencin de 6·02-2019, emitida por In Sala de lo Contencioso 

.r\dministrath•o en el proceso con referencia 8-2009, sostuvo que en el procedimiento 

administrativo rige el principio de verdad material o verdad jurídicrt objetiva en virtud dd 
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cual la actividad de la Administración Pública está orientada a la búsqueda de Ja, ~erdad 
material, de la realidad y sus circunstancias, con independencia de cómo han sidcrnlegadas y, 

en su caso, probadas por los interesados en el procedimiento. 

Lo anterior supone que la Administración, con independencia de lo que los interesados 

hayan aporcado al procedimiento, siempre debe buscar la verdad sustancial como mecanismo 

para satisfacer el interés público. Esto es así puesto que la Administración no. tiene por 

objetivo resolver un conflicto entre partes, como el que se plantea ante un juez.· En este 

sentido, las limitaciones que el accionar procesal impone a los jueces no resultan plenamente 

aplicables a . la autoridad administrativa, verbigracia, . la• congruencia. En ese sentido, la 

Administración Pública, en aras de la verdad material, debe incluso adaptar su actuación 

oficiosa para superar las restricciones cognoscitivas que puedan derivar de la verdad jurídica 

meramente formal presentada por los interesados. 

b. Al verificar el contenido del expediente administrativo, se consmta que el TEG, por 

auto de 27-10-2017, comisionó al instructor para realizar fa investigación de los hechos y le 

encomendó la búsqueda y obtención de: a) documentos en el Registro Nacionalde Personas 

Naturales, CNJ (certificación del documento de toma de posesión del cargo, de documentos 

de respaldo de las comisiones en .que participaba la demandante, los acuerdos vinc\ilndos con 

las decisiones que vinculaban al licenciado , Corte Suprema de Justicia 

(nombramientos del licenciado , b) entrevistas a personas y c):cualquicr 

otta diligencia útil. En cumplimiento n lo ordenado;· 'el citado instructor. presentó ·la 

documentación requerida y actas de entrevistas a personas, entre la cual consta ·que fue 

valorada por el TEG In descrita nl folio 113 del expediente administrativo (página 3 del 

primer acco impugnado). 

Desde esa perspectiva, se constata que la mencionada autoridad obtuvo, individualizó 

y valoró. conjuntamente /u pmeba doc11n1e111a/ 11ece.rario para. cs.tab/et'er los hed;os iJ111esti¡pdos y para 

lograr lt1 b1ísq11eda de la Pmlad. a saber: a) la calidad que al momento de ocurrir las infracciones 

tenía la demandante de servidora pública obligada; b) el. vínculo de paren~esco . entte la 

liccndac.ln y .el licenciado -; e) la conc~o:!!ncia de 

hechos que generaban conflicto de interés; el) la ausencia de excusa en las actas 19-2012 y 

15-2014 y e) la concurrencia de una exigencia legal de excusarse. 

En cal virtud, la falta de inco1poración de aquellas actas que, aparentemente, presentan 

la misma particularidad de las actas 19-2012 y 15-2014, en el sentido de que no aparece 

constancia de excusas en ellas, no implica una inobservancia del citado prin.cipj?,.'en Ja 

medida que, a consideración de este juzgado, se obtuvo fa información útil y necesaria en 

atención a las circunstancias obje~vas atinentes al caso. Aunado a ello, la parte.a~t()r~ busca 

tener por ncrcditndn unn formn de nccuar que contradice ln cxigencin lcgnl contcnidn en el 
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are. 5letra e) LEG. así como de los arts. 19 y 20LCNJy18 del Reglamento de la LCN.J. por 

lo que exigir esta información con el fin de verificar la observancia del citado principio 

carecerfa de justificación. Por ende, la recomendación que relacionó el instructor en el 

informe, en el sentido de que se hagan constar los nombres de los Consejalcs que han 

concurrido con su voto en las sesiones, no implica reconocer o con firma.r el con rcnido de 

documentos no agregados al procedimiento y no incide de forma negativa en la búsciucda <le 

la verdad material, toda vez que dicha aseveración no influyó, en beneficio o en perjuicio, en 

el sentido de la decisión emitida por el TEG. 

Acorde con est.1 última idea, la parre accora también ha mencionado que la 

intctprctación analógica del tipo adminisa:ativo está prohibida y que el art. 5 letra e) LEG no 

contemplaba expresamente c1uc la excusa debía ser por escrito, mocivo por el cual la 

demandante no debió ser sancionada. Ahora bien, con tal afirmación no ha c1uedado claro 

en qué consistiría, para la demandante, la interpretación analógica que planrca. En efccro, 

este juzgado, en la sentencia de 24-08-2018, emitida en el proceso con referencia 00052-18-

ST-COPA-1 CO, sostuvo que la analogía implica la existencia de un proccdimícnr.o de 

interpretación integradora m·cdiante e] cual se hace extensiva la solución prevista por el 

ordenamiento jurídico para un caso a otro distinto, sobre la base de la "semejanza" entre 

ambos. En este caso, el inrétvrcte anibuyc a un s11pJ1esto 110 regplado explíál11111e11k por el 

orde,iamicnto jurídico la solución prevista para otro caso .rimilarpor alguna orrn disposición. 

Sin embargo, tal situación no ha ocurrklo en el presente caso, coda vez que se ha 

establecido que el TEG, en los actos impugnados, 111/JfJ porco111prohada la il~/i't1cdn111.v11te11itla e.11 

tt! m1. 5 -letra Lj LEC sin complementar la norma ni construir el tipo con otras disposiciones 

jutídicas que regulen un supucsro diferente c¡uc le pudiera resultar aplicable. En efecto, el 

citado a:ibunal no construyó o complementó los elementos objcri\'Os de la ínfrnccíón 

previstos en el art. 5 letra c) LEG cuando utilizó como parte de su fundamcnro los arrs. 19 

}' 20 LCNJ y 18 Reglamento de la LCNJ, puci; los elementos de aquél1a infracción csr:ín 

claramente previstos y así fueron analizados. Además, los arrs. 19 y 20 LCNJ y 18 

Reglamento de la LCNJ, al contener prescripciones normativas específicas aplicnblcs 11 los 

consejales, sí refuerzan la obligación que tienen los conscjalcs de cumplir con el deber ético 

previsto en la LEG, motivo por el cual está justificada su cita y análisis en los actos 

impugnados. 

c. En otro orden de ideas, la parte demandante scfülla c1uc, conforme al principio 

antiformalism, aunque no se hayan realizado las formalidades csrnblccidas en los ans. 19 )' 

20 LCNJ, no significa que no se ha}'ª cumplido con la finaJidad de la norma, pues los rcságos 

han señalado que no participó en la deliberación de los puntos <1ue le generaban conflicto de 

interés. ya que realizó una excusa verbal. 

47 



Sobre ello, en la sentencia de 13-10-2009, emitid~ por la Sala de lo :Cont~ncioso 

J\dministraávo en el proceso con referencia 95-2006, se sosruvo que "de acuerdo al pri11~ipio del 

for1naliJmo prai-esa/, el prot.'tJo se e11me11/r11 1ome1ido tJ las forn1aliáades, algn11as de canícter ¡p1ere¡/ y 0,1r<11 

espeiiales P"'ª mda ct1so m par1it11/ttJ: Lt1s upetio/e.r deber ser obse1votln1 cabolnm11e1 tal m1110 se e.11t11e11Jrt111 

eslableddas en la L!J,JVI que s11 int1111¡plimie1110 se e11t11e11/ra 1m1do11ado con 1111/idad y como m111eme11da 

pliva de Jt/S ~fecios al ai'/o c11 ti q11e 110 se ha11 g11ardado; 110 ob1ta11te lo «11/mor, Ji ese fom1alisn10 obedece a 

11n.P11 lmsce11de111e, e.r 11ece1ario e11 ma11/o mmple la fi110/idod parn la mal hc1 sitio establecido parcN/11 cnso 

et1 parliL'lllar; por Jo q11c, 110 ob1ta111e jo/le alg1111n de e1as fomu11 y Ji el afio 11ka11z.a Sil fi11alid11J, 111 a11sencia 

e11 eseª'"'º 110 ge11era mllidad'~ 

Tal como se hn c.-<plicado en los aparcados que anteceden,. la naruraleza de la excusa 

como mecanismo para salvaguardar la imparcialidad y transparencia en la toma de decisiones 

requim de evidmda de1nostrable n1edia11/e el ymido Je /111 far111alidades previslas eJJ "1 ley, de tal ma11era 

q11e 110 h'!]a d11dtJs sobre el i1m1plü11imlo Je su fa1nlidad. En el presence caso, ya se ha constatado 

que en las actas de las sesiones 19-2012 y 15-2014 no se dejó plasmada excusa alguna, por 

ende, como lo determinó el TEG en los actos impugnados, no hay evidencia que indique el 

cumplimiento al deber ético contenido en el art. 5 letra e) LEG ·y, además, a lo previsto en 

los arts. 19, 20 LCNJ y 18 del Reglamento de la LCNJ, aplicables a los miembros del Pleno 

del CNJ en situaciones que representen para ellos conflicto de interés. Aunado a 'ello,'ya:sc 

ha explicado que el contenido de los restimonios rendidos en la audiencia única carece de la 

fiabilidad.suficiente para rebatir eJ contenido de las actas en cuestión. 

Y es que, plasmru: de forma evidente la necesidad de excluirse del conocimiení:o de 

un asunto no se trata de una simple formalidad que pueda obviarse, es decir; no puede 

pretender eq\liparársclc 11 un simple crámire que podría omitirse en razón, por ejemplo, de 

representar un impedimento injustificado para el normal desarrollo de un procedimiento -

que es, en esencia, lo que se pretende evitar que ocurra con el citado principio-. La excusa, 

por el contrario, buscn reforzar la garantía de imparcialidad. 

c. Finalmente, las vulncraci9nes al art. .87 letras e) y d) RLEG señaladas poda: parte 

demandante están otiencndas a justificar que en el inform~ del instructor no se propone la 

declaración de los conscjales que participaron en las 9os sesiones que motivaron la 

imposición de una sanción a la licenciada pese a que tenían rela.ción 

con los hechos denunciados, lo cual no le pcrmiáó fiscalizar la prueba. 

En relación con ello, de ~cuerdo con el art. 87 letras e) y d) RLEG, el instructor del 

procedimiento tiene la fam/tad de proponer la citación de testigos n1 TE9, no la_ opli~ción de 

hacerlo. En esa misma lógica, . queda a consideración .• ~el TEG, d.epcndicndo, de .las 

incidencias de cada caso, llevar a cabo In audiencia que señal1:1 .e~ ~rt.}5 LEp para.recibir 

dcd1u:ncionc:1 de testigos, es decir, aun en el supuesto de 9ue el instructor propon~ su 
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realización, el citado Tribunal, como el ente con competencia para decidir sobre el fondo del 

asunto, puede considerar a bien o no dicha propuesta. 

De igual manera, se reitera que el TEG en el segundo acto impugnado ~·a ha planteado 

los mothros por los cuales consideró que no era necesario recibir la prueba testimonial. 

Aunado a ello, la parte demandante en el presente proceso contencioso administrativo cuvo 

la oportunidad de inmcdiar la prueba testimonial y, a pesar de ello, este juzgn<lo consideró 

que carece de la fiabilidad suficiente para destruir el valor probatorio de lo consignado en las 

actas 19-2012 y 15-2014. Asimismo mi como se sostuvo ancc1iormcnrc, aun y cuando !iC 

hubiera producido la prncbn testimonial en el pmcedimiento ndministrnrivo sancionador, 11 

consideración de este juzgado no hubiera variado el contenido de las <lccisioncs emitida por 

el TEG, en la medida que, en atención a la naturaleza de la excusa, se requiere ele evidencia 

concreta de su existencia. Desde esa pcrspccriva y de acuerdo con los argumentos que en 

este extremo de su demanda ha realizado la parte actorn, se concluye que no se le impidió 

fiscalizar la prueba en el procedimiento administrativo sancionador. Por cn<lc, el TEG 110 

1m/11eró e( m1. 87 /e/m t1 y d) RLEG; m i-011.<ee11e11ci11, dcbereí de.restimnrse e.rlos p1111/r1.r del n•c:lamo 

.fo111111/mlo por lo parte c1cJor11. 

7. Sexto fundamento jurídico. Vulneración al principio de presunción de inocencia, 

art. 12 Cn. 

A. La parte actora manifiesta que el TEG ha afirmado c1uc en el plazo probatorio debió 

aportar prueba que comprobara su inocencia, es decir, con la cual probara que. se había 

excusado de votar, cuando la misma autoridad en reiteradas ocasiones canto en la resolución 

definitiva, como en Ja resolución del recurso administrativo reconoce que In demandante 

realizó una excusa y abstención material; no obstante ello, manificsran que al no haberse 

excusado formalmente -por csc1ito- ésta incurre en la infracción administrativa. 

Aunado a ello, consta dentro de Ja prueba que obra en el expediente administrntivo las 

declaradoncs de los conscjales en las cuales han expresado c¡uc In licenciada -

- se excusó de conocer sobre dichos puntos y que no votó por su sobrino, ni fue ella 

quien lo propuso para el diplomado. Prueba que ha sido ofrecida a los miembros del Tribunal 

por el mismo instructor en su ínfo1mc, al manifestar que soliciraba que se incorporaran :il 

expediente la documentación descrita en los numerales y literales contenidos en el romano 

VIII de dicho informe -dentro de las cuales se encontraban las actas de las declaraciones 

citadas-. 

No obstante, los miembros del TEG no se pwnunciaron sobre su admisibilidad o 

rechazo cOmo si lo hicieron con los demás medios de prueba en la resolución definitiva, y es 

hasta la resolución del recurso de rcconsidcración que prcrcn<len cnmcndnr dicho error al 
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haberse alegado como nulidad. argumentando que dichas entrevistas. realizadas . por el 

insuuctor no constituyen prueba dentro del procedimiento .y por dicha raz6n no fueron 

objcco de valoración. 

Afirmación que es cuestionable, ya que todos los demás medios probatorios si fu~on 

valorados y sólo los que beneficiaban a su representada para dichos miembros no constituye 

prueba dentro del procedimiento, fundamentando que han comprobado que existe la 

in fracción solo porque en las dos actas citadas consta la firma de su representada, pero eso 

es nsi porque el Pleno del CNJ siempre hn tenido ese estilo de redactar sus actas~ en el sentido 

que en cada sesión existen varios puntos que conocer y votar, y en los puntos que algún 

Consejal se excuse únicamente como consecuencia de ello se abstiene de votar y no se hace 

constar por escrito en el acta respectiva, sólo que el punto ha sido votado por mayoría, sin 

establecer los· nombres de los Consejalcs que concurrieron a votar, es por esa razón que·a su 

representada al haber participado en dichas sesiones y haber votado en otros puntos de la 

sesión firmó las actas. 

B. La autoridad demandada manifestó lo siguiente: la presunción de inocencia busca 

garantizar que ºEl inculpado se presuma inocente, en tanto no exista pruebn o evidencia 

objetiva para sostener razonablemente que es, con probnbiliclad, autor o partícipe ante los 

tribunales ( ... )" (sentencia del 01-07-2008, HC 39.;.2006); dicho lo cual, toda persona 

sometida a un procedimiento administrativo sancionador es inocente y se mantendr~ como 

tnl, mientras no se determine su responsabilidad en el cometimiento de la infracción que se 

le atribuye por resolución definitiva, respetando los principios constitucionales yprocesales. 

En este sentido, In carga de la prueba corresponde n la Administración Pública, por lo 

c¡ue a fin de comprobar la veracidad o no de la información proporcionada en el aviso que 

dio inicio al procedimiento con referencia 44-A-16, se efectuó la etapa probatoria y, a parcir 

de In producción y valoración d(! la prueba, la responsabilidad de la infracción atribuida· fue 

dcbidam.ente comprobada para eLTribunal, cal como s~, relaciona .en el romano jJ de la 

resolución final. 

C. Resolución del presente modvo de Degalidad. 

11. En la sentencia de 24-0~-2002, pronunciad.a por la Sala de lo Constitucional en el 

proceso de amparo 225-2001, sostuvo que la presunción de inocencia ccmsiste en u~ der~clio 

fundamental que vincula a todos los jueces y tribunales pru:a su proteccil!m efec~ya, 

obligándolos a que todas las personas son consideradas inocentes en canto no sean d~flru:ad~s 

culpables. La presunción de inoccn.cia constituye la prun~r y fundnnt,e!l~ g~~tía ;qlle canto 

Jn Constitución como las ºC?rmªs infraconstitucio~ales as~guran ; al tjuda~:~no, ·.y 

c3pccinlmcntc la obligación del Juez de rc3pctnr esa calidad nl ciudndnno que se le atribuye 
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una conducen ilícita. Toda persona goza de la presunción de inocencia, la cual es válida hasta 

que existe sentencia condenatoria; en tal sentido, no es vulnerada dicha presunción 

simplemente por ser objeto de una investigación. En tanto que el imputado no sen dcclarndo 

culpable en sentencia dcfiniciva1 será considerado inocente }' su situación jurídica debe ser 

compatible con la ccapn procesal en fa que se encuentra el proceso seguido contra él. 

En similares términos, la Sala de lo Contencioso Administrativo en scncencin 

pronunciada en el proceso rcf. 235-201 O de fecha 10-01-2014 indicó que: "E/ (111ímlo 12 tlr! ¡,, 
Co11Jlil11tió11 e.rtablece la pre11111dó11 de i11omuia, la mal 110 solo es aplicable e11 n1111e,.;a pt111t1!. si110 q11t 

lan1bii11 e11 materia ad111inislrali11t1. Se mlie1UÍe por 111 111is1J1a que lod" perro11t1 sometida tt 1111 profuo n 

p11uedi111i1J11lo, es i11ocenle )'Je ma11/c11drá """'º tal dentro dt:I pro,'Cso '' proi-edi111ie11!0 n11c11lrm 110 .rr. deter1J1i111• 

su mlpahi/idt1d por sm/c11da de fa11do i-011de11aloria o 1uo/mió11 1110/ivadfl] rv.rpelfllldo ln.r plimipios del 

debido proa.ro j11didal o nd111i11islmtivo. " 

h. La parte actora afirma que, según el TEG, ella debió aporcar pr1.lcbas en el 

procedimiento. Del conrcnido de los actos impugnados se conscaca que el TEG no consideró 

que la demandante debió ser quien aportara pruebas duranrc el procedimiento administrach•o 

sancionador, con el fin de probar su inocencia, por el contrario, en la resolución de 2-07-

2018 reconoció que la carga de probar los hechos formulados en su contra le correspondía 

a la administración pública. 

De igual mancrn, al revisar el expediente administrati\•o en su rocalidad, ci;te juzg;1do 

no ha encontrado evidencia alguna de que el TEG en algún momento haya trasladado la 

carga de probar a la parte demandante, toda vez que, en atención a la naturaleza del 

procedimiento que prevé la normativa aplicable, dicha entidad es la encargada ele rccolccrarla 

y comprobar los hechos investigados. De igual manera, acorde con In estructura 

procedimental y con el fin de garnntizar Jos derechos de Ja persona invcstig:llh1, se brindó il 

Ja actma la oportunidad de aportar pruebas, pero ral oporrunid:1d en ningún momcmo 

constintyó una obligación de comprobar su inocencia. Aunado a ello, se ha cstahlccido que 

se generaron a favor de la pedcionaria todas las garantías para t1uc ejerciera sus derechos. En 

tal virtud, acorde con lo argumentado en los apartados previos de esca scnrcncia, csrc juzgado 

considera c1ue las pmebas incorporadas por el TEG en el proccdimicnco y que fueron 

valoradas y analizadas, Ji1mm s1~fidc111~s para dcslmir la prcmm1011 de iJ1ofeJ1dt1 de la qur i!.ºZ."b" I" 

de111n11dn11Jc. 

c. Por otra parte, la actora ha señalado que el TEG no se pronunció sobre la 

admisibilidad de las actas de entrevistas y que tal circunstancia pretende subsanada con el 

segundo acto impugnado. Al respecto, se sc1iaJó anteriormente que, si bien la resolución <le 

11-06-2018 -primer acto impugnado- no comienc pronunciamiento nlguno sobre las 

cna:cvisras realizadas por el instructor -indicando por qué se valoran o por qué se omite su 
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valoración-, con ello no se ha causado una afectación en los derechos de la demandante, 

toda vez que con lo argumentado en la resolución de 2-07-2018-segundo acto impugnado­

, se convalida una eventual irregularidad. En efecto, en esta última decisión se plasmaron los 

argumentos que llevaron al TEG n no valorar las ena:e,ristas ni a llamar a las personas 

entrevistadas n rendir testimonio. 

d. En cuanto n la afimindón de que los demás medios probatorios fueron valorados 

y solo los que le beneficiaban a la demandante no constituyeron prueba dentro del proceso, 

con fo1mc con lo previsto en el arr. 312 CPCM, las partes sí tienen derecho a que el juez 

tenga en cuenca en la sentencia o decisión, las pruebas producidas y a utilizar los medios que 

el código prevé, así como aquéllos que, dada Ja naturaleza del debate, posibiliten comprobar 

los hechos alegados. 

t\dcmás, acorde con lo señalado en los arts. 315 y siguientes CPCM, y de acuerdo 

con la libertad probatoria que se regula en el citado art. 312 y en el art. 89 RLEG, la prueba 

debe cumplir con determinados presupuestos para ser admitida en el proceso: licitud, 

pertinencia y utilidad. En esta misma linea de ideas, el art. 35 LEG, disposición aplicable al 

régimen de recepción de pruebas dentro del procedimiento administrativo sancionador que 

cramiro el TEG, señala que dicha entidad puede recabar todo tipo de prueba para esclarecer, 

determinar y comprobar los hechos objeto de investigación. Estas, en su oportunidad, deben 

ser valoradas según el sistema de la sana crítica por el Tribunal. 

En esa línea de ideas, las autoridades judiciales y administrativas están habilitadas, 

bajo sus respectivas competencias, para admitir o rechazar medios probatorios que son o no 

son legales, útiles y pertinentes para el proceso o procedimiento. Además, se debe expresar 

las razones que permitan a las partes conocer las causas de su admisibilidad o rechazo. 

Tnl como se soscuvo s11pra, los motivos que justificaron la valoración o no valoración 

de determinados medios probatorios ha sido expuesta por el TEG en los actos impugnados, 

en pnrcicular, lo concerniente a las netas de las entrevistas de personas levancadas por el 

instruccor comisionado para el caso, aspecto que también fue abordado por este juzgado en 

el Considerando V. 4 de esta sentencia. 

Cabe hace notar que el TEG no admitió ni valoró la totalidad de los medios 

probatorios incorporados al expediente por el instructor, pues tal como consta en la 

resolución de 11-06-2018, estimó que no era idónea ni (1til la documencaci6n incorporada en 

los folios 33, 42, 8 t al 93 y 94 al 96, apreciación con la que este juzgado concuerda, en la 

medida que en dichos folios aparece: a) constancia de inexistencia de registro de documento 

único Je identidad de y ; b) 

certificación de partida de nacimiento a nombre de 

fümndo por In presenta del CNJ y anexos rclncionndoc con ln normativ~ nplicnblc n Ja primera 
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edición del programa fonnacivo diplomado en gerencia públka, jusricia )' seguridad; y d) 

certificaciones de impresión t: imagen del Documento Único de ldcnridad de······ 

y conscnncia firm:tdn por la clircctorn <le 

idcnrificnción ciudadana en la que constan registros homónimos n nombre de -

Desde esa perspectiva, se concluye que el TEG no rechazó de manera injusLificndn o 

arbirrnrin las pruebas descrirns anteriormente, ni se logrn advenir un comporcamicnw p:ircial 

por su parte en la toma ele esn decisión; por ende, In afírmnción de que se rcchrizaron pn.1c.:bas 

4uc "solo bencficinran a In dcmandancc" no tü:nc rn7.ón e.le sl!r. 

Aunado a ello, la decisión sobre los clcmcncos probmorios c.¡uc serv.inin en.no 

fundamento p:trn IH decisión del caso recne de mnncra pnrticul:ir en el TEG, no en el 

insr.rncwr del procc<lirniento, pues con forme al are 87 RLEG, csrc ú!Limo funcion;1río c:;r;i 

faculrndo parn "rccnbar" fuentes de pn.1ebíl, !' para "proponer", por ejemplo, In cir.nción de: 

ccstigos; ílntc dlo, indcpcn<licmcrncnce de las pmpucsta.r o 1'/!iYJn1i:11dt1dt111(.o· yut: haya rcnlizatlo 

sobre las prueba:; en su informe, estas no son vinculAntcs parn el TEG. Cnnsccut:nicmctltc, 

hi citación para audiencia de ccstigos y );¡ valoración o reclrnzu Je 111 prucb;i documcnrnl c:s 

una lnbor propia del ciwdo Tribunal. En mi ,-ircud, .• ·~ m11d1!.J't' </"" Ja mc11án11"dt1 1mton"d11d 1.-n 

i11mmii 1111 d defecto advertido por la pmu aclom. 

e. Finalmcnrc, en rdnción con lo afirmado por la parce dcnrnndmm: en cunnm a cp1c el 

Pleno del CN.J :;icmprc ha ccnido el mismo cst1lo e.le rcdacrnr sus actas, en d sc11tido <-1ue en 

cae.la sesión cxi:;rcn varios puntos que conocer y vowr, y en los pumos ym: algún Consejnl se 

excuse únicarncnrc como consccucncÍí1 tic ello se absücnc de: \'OCl!r ~· no se h:icc consrar por 

escrito en d acrn respccrfra, se reiteran los :1rgumcntos esgrimidos en el CnnsiJl.'rnnc.lo V. 6 

de csra senccnci:t. En efecto, el hecho de c1ue exista un estilo o formn continua de hacer 

consc:ir dcrermirrndos daros en In rcd:icuón Je: las acrns -si1uació11 c¡ui: no se: h:'! :ll:l"l'.dllndn 

en cJ prcscn ce proceso- no inhibe el cumplimicn ro Je Jn exigencia legal con cc:ni<la <.:ll el :lrt. 

5 leu-a c) LEG, y en los acts. 19 }' 20 LCNJ y 18 Jcl Reglamenro de 1:1 LCNJ 

f. En ntcnción a los argumcncos esgrimidos, ::e concluye que 111 mtlrmilat! rle1110J1dad11, et! 

rn11/ir lo.í aclo.r imp11g11t1do.r, 110 inmrn"ó .:11 la." i11nb.r~11)(111iú1.r plm11.l(l(/a.r pm· la ¡'>arlf. adoro ni 1111/11,mi la 

p1l'i111mo11 de ri10C(ll(IU {ar/. 12 C.11.),· .:11 m1111tmr11i·1a, de/)(rtÍ de.ru11i11a1:re e.i-/oJ ¡m11to . .- del n:dt11Jlll /'lm1/e<1tÍo. 

POR TANTO, con base en las rnzoncs expuestas y de conformidad con lo 

csrnblccido en los rirrs. 2, l J y 12 de la Consnrución de la Repúhlicn, 57, 59 lctrl'I :i), 60, 61. 

77, 103 r 123 de Le}' de la .Jurisdicción Conrc.:ncioso r\dininmrnriva, y-~ 12 y siguic:nrc!> <ld 

Código Procesal Civil y .l\-Icrcnntil; en nombre de 1.n Rcpüblica, FALLO: 

1) Declarar que no se Jrn comprobado Jos motivos de ilcguJJ"dl1dplantcnuos por 

la abog;1<la mencionada camhíén corno •••• 
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•••••••••••••••••• por medio ele sus apoderados judiciales, los 

nbogndos·········· r•••••••••· conr:ra los siguiemes actos 

pronuncindos por el Tribunal de Ética Gubernamental: a) de fecha 11-06-2018, por 

medio de la cual sancionó n la demandante con mulrns por las cantidades de $448.20 y de 

Sl ,939.20, en virrud de hnber infringido el deber ético regulado en el are. 5 letra c) de la Ley 

de !~rica Guberna.menrnl; y b) de fecha 02-07-2018, por medio de la cual el citado tdbunal 

desestimó el recurso Je reconsidcración promovido por la parce accora. 

2) Dejar s1n ef~cto Jo medk/a c:111relnr ordenad:i en el presente proceso mediante 

resolución de fecha 07 -03-2019. 

J) Se hace saber a las parres que, a partir del día siguiente de la notificación de esrn 

senccncia, se les habilita el plazo de cinco días parn interponer el recurso de apelación aote 

c.:src juzgado, en los términos previstos en los nrcs. 112 y siguientes LJCA; trnnscur-rido dicho 

término sin que lo hagan, la presente sentencia adquirirá firmeza s.io necesidad de auro 

posrc.:rior <¡uc así la declare y se prnccdcrní al uchivo definitivo del presente cxp.cdicntc; 

4) Una vez firme la presente sentencia devuélv:ise el expediente administrntivo a su 

lugnr <le origen. 

5) Noci/lgucse. 

NOT
1
A: La Unidad de Asesoría Jurídica del Tribunal de t:tica Gubernamental ACLARA· 

que a presente es una copia de su orig· 1 1 11 f · · · 
para la conversión en versión pública d~°:o'n~o~m~~=d e u~ron el1m1nados ciertos elementos 
Ley de Acceso a la Información Pública. con os articulas 30 Y 6 letra a de la 


